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5.  LAS OBLIGACIONES DEL ESTADO RESPECTO DEL DERECHO A LA       
 INTEGRIDAD PERSONAL 

La Corte IDH ha desarrollado el contenido y alcance de las obligaciones generales de repeto y garantía en 
relación al derecho a la integridad personal, poniendo especial énfasis en que respecto de ciertos grupos de la población 
–dependiendo de sus características personales o por las condiciones que se encuentran- se derivan deberes especiales 
para el Estado. Asimismo, como parte de la obligación de garantía ha desarrollado el deber de los Estados de investigar 
violaciones a la integridad personal, adoptar legislación y prevenir su violación.

5.1. Obligación general de respeto y garantía

Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 10 de julio de 2007.

101. El deber de garantizar implica la obligación positiva de adopción, por parte del Estado, de una serie de 
conductas, dependiendo del derecho sustantivo específico de que se trate. En el presente caso, cuyos hechos se 
refieren a la privación ilegítima de la libertad de Saúl Cantoral Huamaní y Consuelo García Santa Cruz, seguida 
del sometimiento a un tratamiento violatorio de su integridad personal y su posterior ejecución, la obligación 
de garantizar los derechos protegidos en los artículos 4, 5 y 7 de la Convención conlleva el deber de investigar 
los hechos que afectaron tales derechos sustantivos. 

Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 
30 de noviembre de 2012. 

188. Con respecto a los derechos a la vida y a la integridad personal, la Corte reitera que los mismos no sólo implican 
que el Estado debe respetarlos, sino que, además, requiere que el Estado adopte todas las medidas apropiadas 
para garantizarlos, en cumplimiento de su deber general establecido en el artículo 1.1 de la Convención 
Americana. Con respecto a lo anterior el Tribunal ha señalado que, de las obligaciones generales de respetar y 
garantizar los derechos que establece el artículo 1.1 de la Convención Americana, derivan deberes especiales 
determinables en función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su 
condición personal o por la situación específica en que se encuentre. Además, la Corte ha establecido también 
que la responsabilidad internacional del Estado se funda en actos u omisiones de cualquier poder u órgano de 
éste, independientemente de su jerarquía, que sean violatorios de los derechos y obligaciones contenidos en la 
Convención Americana.

189. En lo que se refiere a la obligación de respeto, la primera asumida por los Estados Parte, en los términos del 
citado artículo implica necesariamente la noción de la restricción al ejercicio del poder estatal. Por otro lado, en 
cuanto a la obligación de garantía, la Corte ha establecido que ésta puede ser cumplida de diferentes maneras, 
en función del derecho específico que el Estado deba garantizar y de las particulares necesidades de protección. 
Esta obligación implica el deber de los Estados de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas 
las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces 
de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como parte de dicha obligación, 
el Estado está en el deber jurídico de “prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de 
investigar seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de 
su jurisdicción a fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la 
víctima una adecuada reparación”.
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5.2. Obligación del Estado de investigar violaciones a la integridad personal

5.2.1. Obligación de iniciar investigación 

Caso Tibi vs. Ecuador. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. 

159. La Corte entiende que, a la luz de la obligación general de los Estados partes de respetar y garantizar los derechos 
a toda persona sujeta a su jurisdicción, contenida en el artículo 1.1 de la Convención Americana, el Estado 
tiene el deber de iniciar de oficio e inmediatamente una investigación efectiva que permita identificar, juzgar y 
sancionar a los responsables, cuando existe denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto 
de tortura en violación del artículo 5 de la Convención Americana.  En el presente caso, la Corte observa que 
el Estado no actuó con arreglo a esas previsiones.  El señor Daniel Tibi presentó serias lesiones cuando estuvo 
detenido en la Penitenciaría del Litoral, lo que debió ser motivo suficiente para que las autoridades competentes 
iniciaran, de oficio, una investigación sobre lo ocurrido a éste.  Esta actuación está normada, además, de manera 
específica en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura que obligan a los Estados 
partes a tomar todas las medidas efectivas para prevenir y sancionar todos los actos de tortura dentro del ámbito 
de su jurisdicción.  Desde que entró en vigor en el Ecuador la referida Convención Interamericana contra la 
Tortura (9 de diciembre de 1999), es exigible al Estado el cumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho 
tratado.  Está probado que, en el lapso transcurrido desde esa fecha, el Estado no ha investigado, juzgado ni 
sancionado a los responsables de las torturas a las que fue sometida la presunta víctima.  Por ello, para la Corte 
esta conducta constituye una violación de los artículos 5 de la Convención Americana, en relación con el 1.1 
de la misma, así como inobservancia de las obligaciones contenidas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención 
Interamericana contra la Tortura. 

Ximenes Lopes vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. 

147. La obligación de garantizar los derechos humanos consagrados en la Convención no se agota con la existencia 
de un orden normativo dirigido a hacer posible el cumplimiento de esta obligación, sino que comporta la 
necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía 
del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.  En ese sentido, una de esas condiciones para garantizar 
efectivamente el derecho a la vida y a la integridad personal es el cumplimiento del deber de investigar las 
afectaciones a los mismos, el cual se deriva del artículo 1.1 de la Convención en conjunto con el derecho 
sustantivo que debe ser amparado, protegido o garantizado .

148. Dado lo anterior el Estado tiene el deber de iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial 
y efectiva, que no se emprenda como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. Esta 
investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la 
verdad y a la investigación, enjuiciamiento y castigo de todos los responsables de los hechos, especialmente 
cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales.

Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. 

101. A la luz de ese deber, una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento del hecho, deben iniciar ex 
oficio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva por todos los medios legales disponibles 
y orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual castigo, 
en su caso, de todos los autores de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados 
agentes estatales. Para asegurar este fin es necesario, inter alia, que exista un sistema eficaz de protección de 
operadores de justicia, testigos, víctimas y sus familiares.  Además, es preciso que se esclarezca, en su caso, la 
existencia de estructuras criminales complejas y las respectivas conexiones que hicieron posible las violaciones.  
En el mismo sentido: Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Sentencia de 16 de 
noviembre de 2009, párr. 290. 
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Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
noviembre de 2010105.

240. Al respecto, la Corte aclara que de la Convención contra la Tortura surgen dos supuestos que accionan el 
deber estatal de investigar: por un lado, cuando se presente denuncia, y, por el otro, cuando exista razón 
fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de la jurisdicción del Estado. En estas 
situaciones, la decisión de iniciar y adelantar una investigación no recae sobre el Estado, es decir, no es una 
facultad discrecional, sino que el deber de investigar constituye una obligación estatal imperativa que deriva 
del derecho internacional y no puede desecharse o condicionarse por actos o disposiciones normativas internas 
de ninguna índole. En el presente caso, dado que el señor Vélez Loor había interpuesto a través de una tercera 
persona la queja ante la Embajada de Panamá […] de modo tal que había puesto en conocimiento del Estado 
los hechos, esto era base suficiente para que surgiera la obligación del Estado de investigarlos de manera pronta 
e imparcial. Además, como ya ha señalado este Tribunal, aún cuando los actos de tortura o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes no hayan sido denunciados ante las autoridades competentes por la propia víctima, 
en todo caso en que existan indicios de su ocurrencia, el Estado deberá iniciar de oficio y de inmediato una 
investigación imparcial, independiente y minuciosa que permita determinar la naturaleza y el origen de las 
lesiones advertidas, identificar a los responsables e iniciar su procesamiento. 

Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. 

341. De conformidad con el artículo 1.1 de la Convención Americana, la obligación de garantizar los derechos 
reconocidos en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana implica el deber del Estado de investigar 
posibles actos de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. Esta obligación de investigar se 
ve reforzada por lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura 
que obligan al Estado a “toma[r] medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su 
jurisdicción”, así como a “prevenir y sancionar […] otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”. 
Además, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8 de dicha Convención, los Estados partes garantizarán 
a toda persona que denuncie haber sido sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el derecho a que 
el caso sea examinado imparcialmente. Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que 
se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados partes garantizarán que sus 
respectivas autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a 
iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal.

347. Respecto de ambas razones, la Corte aclara que de la Convención Interamericana contra la Tortura surgen dos 
supuestos que accionan el deber estatal de investigar: por un lado, cuando se presente denuncia, y, por el otro, 
cuando exista razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de la jurisdicción del 
Estado. En estas situaciones, la decisión de iniciar y adelantar una investigación no es una facultad discrecional 
del Estado, sino que constituye una obligación estatal imperativa que deriva del derecho internacional y no puede 
desecharse o condicionarse por actos o disposiciones normativas internas de ninguna índole. Además, como ya 
ha señalado este Tribunal, aún cuando los actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes no hayan 
sido denunciados ante las autoridades competentes, en todo caso en que existan indicios de su ocurrencia, el 
Estado deberá iniciar de oficio y de inmediato una investigación imparcial, independiente y minuciosa que 
permita determinar la naturaleza y el origen de las lesiones advertidas, identificar a los responsables e iniciar 
su procesamiento. En el presente caso, la Corte considera que las declaraciones de la señora J. realizadas en 
1992 fueron claras en señalar que al momento de la detención inicial fue apuntada con un revólver, vendada, y 
manoseada sexualmente, entre otros actos […]. En particular, sobre el término “manoseo sexual”, este Tribunal 
difiere de lo señalado por el Estado en cuanto a que de dicho término no se puede inferir un acto de agresión 
sexual. Es necesario tomar en cuenta que las víctimas de violencia sexual tienden a utilizar términos poco 
específicos al momento de realizar sus declaraciones y no explicar gráficamente las particularidades anatómicas 
de lo sucedido. Al respecto, la CVR señaló que “[e]s común que las declarantes utilicen términos confusos o 
‘propios’ al momento de describir los actos de violencia sexual a que fueron sometidas”106 y específicamente se 

105 Los hechos del presente caso se refieren a Jesús Tranquilino Vélez Loor, de nacionalidad ecuatoriana. El señor Vélez Loor fue retenido el 11 de noviembre 
de 2002 en el Puesto Policial de Tupiza, en la Provincia del Darién, República de Panamá, por presuntamebte no portar la documentación necesaria para 
permanecer en dicho país.  Posteriormente, la Directora Nacional de Migración y Naturalización del Ministerio de Gobierno y Justicia dictó una orden 
de detención en su contra. El señor Vélez Loor fue trasladado a una cárcel pública. El 6 de diciembre de 2002 se resolvió imponerle una pena de dos años 
de prisión por haber infringido las disposiciones del Decreto Ley No. 16 sobre Migración de 30 de junio de 1960. La referida resolución no fue notificada 
al señor Vélez Loor. 

 El 18 de diciembre de 2002 fue trasladado al centro penitenciario La Joyita. Mediante resolución de 8 de septiembre de 2003, la Directora Nacional de 
Migración resolvió dejar sin efecto la pena impuesta. El 10 de septiembre de 2003 el señor Vélez Loor fue deportado hacia Ecuador. Tras ser deportado, 
el señor Vélez Loor alegó haber sido víctima de actos de tortura y malos tratos ocurridos durante su estancia en los diversos centros penitenciarios. 

106 Informe de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, Tomo VI, Capítulo 1.5, pág. 364.
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refirió a la utilización del término “manoseos” como una de las formas como las víctimas describían actos de 
violencia sexual [...]. 

348. Respecto a la inexistencia de la obligación internacional de investigar “manoseos” sexuales al momento de 
los hechos, la Corte reitera su jurisprudencia constante sobre la obligación de investigar posibles actos de 
tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Además, la Corte hace notar que, previo a los hechos del 
presente caso y durante la época de su investigación, ya existía para el Perú una obligación de investigar actos de 
violencia contra la mujer, incluyendo la violencia sexual, y otros órganos internacionales, como el Comité para 
la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 
ya se habían pronunciado sobre dicha obligación. Al respecto, es preciso indicar que si bien la jurisprudencia 
de esta Corte tiene autoridad interpretativa de las obligaciones establecidas en la Convención Americana, la 
obligación de investigar y juzgar actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes se deriva del deber 
de garantizar el pleno ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención contenido en el artículo 1.1 de la 
Convención Americana y no depende únicamente de que lo haya reafirmado este Tribunal en su jurisprudencia. 
La garantía de que violaciones a derechos humanos tales como la vida y la integridad personal sean investigadas 
está consagrada en la Convención Americana y no nace a partir de su aplicación e interpretación por esta Corte 
en el ejercicio de su jurisdicción contenciosa, por lo cual debe ser respetada por los Estados Parte desde el 
momento en que ratifican dicho tratado. Por tanto, el alegato estatal al respecto es improcedente. 

349. Respecto a los alegados impedimentos para investigar los hechos impuestos por el derecho interno, la Corte 
recuerda que es un principio básico del Derecho Internacional, respaldado por la jurisprudencia internacional, 
que los Estados deben acatar sus obligaciones convencionales internacionales de buena fe (pacta sunt servanda) 
y, como ya ha señalado la Corte y lo dispone el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados de 1969, aquellos no pueden por razones de orden interno dejar de cumplirlas. Por lo que, el Estado 
no puede excusar su incumplimiento de la obligación de investigar los hechos descritos en la ausencia de una 
tipificación al momento de los hechos. Sin perjuicio de esto, este Tribunal nota que la legislación vigente en 
el Perú en 1992 no establecía una tipificación del delito de violación sexual que excluyera la posibilidad de los 
“manoseos sexuales” pudiesen constituir una violación sexual. 

350. Por otro lado, en relación con el impedimento para iniciar una investigación de oficio debido a que el delito 
de violación era de acción privada, este Tribunal reitera que cuando exista razón fundada para creer que se ha 
cometido un acto de tortura o malos tratos en el ámbito de la jurisdicción del Estado, la decisión de iniciar 
y adelantar una investigación no es una facultad discrecional, sino que el deber de investigar constituye una 
obligación estatal imperativa que deriva del derecho internacional y no puede desecharse o condicionarse por 
actos o disposiciones normativas internas de ninguna índole […]. Adicionalmente, este Tribunal  advierte que 
el artículo 7.b de la Convención de Belém do Pará, obliga de manera específica a los Estados Partes, desde su 
entrada en vigor respecto del particular Estado, a utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer. De tal modo, ante un acto de violencia contra una mujer, resulta particularmente 
importante que las autoridades a cargo de la investigación la lleven adelante con determinación y eficacia, 
teniendo en cuenta el deber de la sociedad de rechazar la violencia contra las mujeres y las obligaciones del 
Estado de erradicarla y de brindar confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección. 
Por tanto, es necesario que los Estados garanticen que sus legislaciones internas no impongan condiciones 
diferenciadas para la investigación de agresiones a la integridad personal de índole sexual. Al respecto, la Corte 
nota que en la legislación actualmente vigente en el Perú la investigación de los delitos contra la libertad sexual 
puede ser iniciada de oficio.

351. La tercera justificación dada por el Estado para no iniciar una investigación, es que la presunta víctima no 
denunció los hechos en otras oportunidades distintas a las ya señaladas. Al respecto, la Corte advierte que para 
que surja la obligación de investigar no es necesario que la presunta víctima denuncie los hechos más de una 
vez. Lo que es más, en casos de alegada violencia sexual, la investigación debe intentar evitar en lo posible la 
revictimización o reexperimentación de la experiencia traumática cada vez que la víctima recuerda o declara 
sobre lo ocurrido. Por tanto, no resulta razonable exigir que las víctimas de violencia sexual deban reiterar 
en cada una de sus declaraciones o cada vez que se dirijan a las autoridades los mencionados maltratos de 
naturaleza sexual. Además, la Corte reitera que en el caso concreto de la señora J., ella denunció los referidos 
maltratos en las dos oportunidades que le fueron conferidas para declarar ante las autoridades: la manifestación 
policial y su declaración instructiva.

352. La cuarta y última de las justificaciones dadas por el Estado es que “ha sido usual que las procesadas por 
terrorismo aleguen indebidamente haber sido víctimas de violaciones sexuales u otros actos de contenido 
sexual, a pesar de que dichas aseveraciones no se corroboran con los certificados médicos [l]egales que se les 
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practicaron, teniendo como única finalidad cuestionar la legalidad del proceso penal”107. Este Tribunal observa 
que dicho alegato evidencia una concepción que (i) asume automáticamente que las denuncias de violencia 
sexual son falsas, contrario al deber de iniciar una investigación de oficio cada vez que se presente una denuncia 
o existan indicios de su ocurrencia […]; (ii) es contraria al contexto de violencia sexual existente en la época 
de los hechos […]; (iii) desconoce que no todos los casos de violación y/o violación sexual ocasionan lesiones 
físicas verificables a través de un examen médico [...], y (iv) muestra un criterio discrecional y discriminatorio 
con base en la situación procesal de las mujeres para no iniciar una investigación por una alegada violación 
o violencia sexual. Al respecto, la Corte recuerda que la investigación que debe iniciar el Estado, una vez que 
las autoridades estatales tengan conocimiento del hecho, debe ser una investigación seria, imparcial y efectiva 
[…]. Por tanto, el inicio de la investigación no puede estar condicionado por quien realiza la denuncia ni por la 
creencia de las autoridades, antes de iniciar la investigación, de que las alegaciones realizadas son falsas.

353. En suma, este Tribunal considera que el Estado ha debido iniciar una investigación en el presente caso tras la 
primera denuncia realizada el 21 de abril de 1992 por la señora J. La falta de investigación impide que el Estado 
presente una explicación satisfactoria y convincente de los maltratos alegados y desvirtuar las alegaciones sobre 
su responsabilidad, mediante elementos probatorios adecuados [...]. 

375. Adicionalmente, este Tribunal recuerda que el Estado tiene la obligación de iniciar de oficio una investigación 
en todo caso que se tenga noticia de la posible ocurrencia de actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes […]. No obstante, la Corte advierte que no consta en el expediente que los alegados maltratos 
sufridos por la señora J. en la DINCOTE hayan sido informados al Estado o que éste haya tenido noticia de los 
mismos a nivel interno. Por tanto, la Corte considera que no se ha demostrado que el Estado haya incumplido 
con su deber de investigar dichos alegados hechos.

Caso Omar Humberto Maldonado Vargas y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 02 de 
septiembre de 2015108. 

75.  La Corte ha considerado que el Estado está en la obligación de proveer recursos judiciales efectivos a las personas 
que aleguen ser víctimas de violaciones de derechos humanos (artículo 25 de la Convención), recursos que 
deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1 de la Convención), 

107 Escrito de contestación del Estado (expediente de fondo, folio 498).
108 Los hechos del caso tuvieron lugar con posterioridad a la instauración de un régimen militar que derrocó al Gobierno del Presidente Salvador Allende, 

mediante el Golpe de Estado de 11 de septiembre de 1973, y que se prolongó hasta el restablecimiento de la democracia el día 11 de marzo de 1990. 
En ese contexto, una junta de gobierno militar asumió el poder ejecutivo y posteriormente el poder constituyente y legislativo. Durante esos años, la 
represión generalizada dirigida a las personas que el régimen consideraba opositoras operó como política de Estado. Esa represión se aplicó en casi todas 
las regiones del país y estuvo caracterizada por una práctica masiva y sistemática de fusilamientos y ejecuciones sumarias, torturas, privaciones arbitrarias 
de la libertad, desapariciones forzadas, y demás violaciones a los derechos humanos cometidas por agentes del Estado, asistidos a veces por civiles.

 La tortura fue una práctica recurrente durante la dictadura militar. Los métodos empleados se caracterizaron por su brutalidad y por dejar secuelas 
evidentes. Algunos detenidos fueron enjuiciados en Consejos de Guerra, mientras que otros nunca fueron procesados pero fueron recluidos por tiempos 
variables en estadios, campos de detenidos, regimientos, comisarías o cárceles. 

 Los Consejos de Guerra se encargaron de juzgar los delitos de la jurisdicción militar mediante procedimientos breves y sumarios de instancia única, y se 
caracterizaron por numerosas irregularidades y violaciones al debido proceso. 

 Las víctimas de este caso son doce personas, quienes al momento de su arresto y sometimiento a enjuiciamiento ante los Consejos de Guerra en la causa 
ROL 1-73 eran miembros de la Fuerza Aérea de Chile (en adelante “FACH”), y uno de ellos era un empleado civil de la FACH. Algunos ocuparon cargos 
públicos en el Gobierno del Presidente Allende, otros fueron procesados por haber declarado su adhesión al Presidente, otras por haberse opuesto al 
Golpe de Estado o por haberse relacionado con personas calificadas como enemigos por la Junta Militar. Con respecto a las circunstancias de la detención 
de cada una de ellas, consta en la prueba que las víctimas sufrieron malos tratos y torturas con la finalidad de obligarlos a confesar. 

 Las doce víctimas fueron procesadas ante Consejos de Guerra en la causa ROL 1-73, la cual se inició el 14 de septiembre de 1973. Los días 30 de julio de 
1974 y 27 de enero de 1975 se dictaron dos sentencias de condena, las cuales fueron confirmadas los días 26 de septiembre de 1974 y 10 de abril de 1975. 
Las víctimas permanecieron privadas de libertad por períodos de tiempo que llegaron a ser hasta de 5 años y ulteriormente se les conmutó la pena por 
extrañamiento o exilio.

 El 10 de septiembre de 2001 se interpuso un recurso ante la Corte Suprema de Chile solicitando la revisión, en contra de las sentencias emitidas, 
por considerar que las personas condenadas fueron objeto de crueles apremios, torturas y vejaciones en el trámite de la referida causa ROL 1-73. La 
Corte Suprema de Chile resolvió que el recurso de revisión con nulidad y casación en subsidio era inadmisible por carecer de competencia sobre las 
resoluciones de los Consejos de Guerra. Contra esa resolución las víctimas promovieron un recurso de reposición el cual también fue rechazado por el 
mismo Tribunal.

 En el año 2005, mediante Ley No. 20.050, tuvo lugar una reforma constitucional en Chile, la cual otorgó competencia a la Corte Suprema sobre los 
asuntos ventilados ante los Consejos de Guerra. En el año 2011 personas distintas a las víctimas, quienes también habían sido juzgadas y condenadas por 
Consejos de Guerra en la causa ROL 1-73, interpusieron un recurso de revisión que fue rechazado por la Corte Suprema. 

 Hubo dos investigaciones penales que fueron iniciadas en relación con los hechos de tortura sufridos por las víctimas: a) la que corresponde a la causa 
ROL 1058-2001 iniciada en abril de 2001, y b) la que corresponde a la causa ROL 179-2013 iniciada el 28 de agosto de 2013. 

 La primera investigación culminó el 30 de abril de 2007 con la sentencia de condena en perjuicio de dos personas por el delito de tormentos o rigor 
innecesario causando lesiones graves en perjuicio de, entre otras personas, Belarmino Constanzo Merino, Manuel Osvaldo López Oyanedel, y Gustavo 
Raúl Lastra Saavedra. La sentencia fue apelada y revisada por la Corte de Apelaciones de Santiago, la cual confirmó el fallo de primera instancia. Los 
condenados en dicho asunto interpusieron un recurso de casación, el cual fue desestimado. Con respecto a la causa ROL 179-2013, se ordenaron varias 
diligencias de investigación por parte de las autoridades estatales. Dicha causa se encuentra aún abierta.
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todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio 
de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 
1.1 de la Convención). En relación con lo anterior, se “debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las 
presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido y se 
sancione a los eventuales responsables”109. El deber mencionado se ve especificado y complementado por la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar que, de conformidad a sus artículos 1, 6 y 8, impone los 
deberes de “realizar una investigación” y “sancionar”, en relación con actos de tortura. De modo consecuente, 
existe un deber estatal de investigar los hechos, que es una obligación de medio y no de resultado, pero que 
debe ser asumida por los Estados como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada 
de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa 
procesal de las víctimas o sus familiares, o de la aportación privada de elementos probatorios.

76. De conformidad con lo expresado por esta Corte en su jurisprudencia constante, una vez que las autoridades 
estatales tengan conocimiento de un hecho que podría ser constitutivo de tortura, deben “iniciar ex officio y sin 
dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva”110 por todos los medios legales disponibles y orientada 
a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual castigo de todos los 
responsables intelectuales y materiales de los hechos, especialmente cuando están o puedan estar involucrados 
agentes estatales. Además, en relación con actos de tortura, el artículo 8 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura establece que las “autoridades proced[an] de oficio y de inmediato a realizar una 
investigación sobre el caso”, cuando “exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de 
tortura en el ámbito de [la] jurisdicción [estatal]”.

79. En relación con las otras cuatro presuntas víctimas de este caso que no intervinieron en la causa 1058-2001, la 
Corte constata que el Estado tuvo noticia de los hechos a ser investigados desde que el 10 de septiembre de 2001 
fecha en la cual la CODEPU interpuso un recurso ante la Corte Suprema solicitando la revisión, y en subsidio 
la declaración de nulidad en contra de las mencionadas sentencias de condena emitidas en la causa ROL 1-73 
[…]. Sin embargo, la causa ROL 179-2013, que también se refiere a los hechos de tortura por esas personas 
fue iniciada el 28 de agosto de 2013, aproximadamente 12 años después de que el Estado tuviera noticia de 
los hechos por medio de la interposición de un recurso ante la Corte Suprema solicitando la revisión de las 
sentencias dictadas en el marco del proceso ROL 1-73 […]. 

80. Por tanto, este Tribunal encuentra que resulta excesiva la demora del Estado en iniciar esa investigación, y que 
ha faltado a su obligación de iniciar una investigación en violación del artículo 8.1 de la Convención, en relación 
con el artículo 1.1 de la misma, y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, en 
perjuicio de los señores Ivar Onoldo Rojas Ravanal, Alberto Salustio Bustamante Rojas, Álvaro Yáñez del Villar 
y Omar Humberto Maldonado Vargas. 

86. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte recuerda que en los casos que la persona alegue dentro del proceso que 
su declaración o confesión ha sido obtenida mediante coacción, los Estados tienen la obligación de verificar, 
en primer lugar, la veracidad de dicha denuncia a través de una investigación llevada a cabo con la debida 
diligencia. Asimismo, la carga probatoria no puede recaer en el denunciante, sino que el Estado debe demostrar 
que la confesión fue voluntaria. Del mismo modo, de acuerdo a lo dispuesto en el Protocolo de Estambul, 
en cuanto a la investigación de casos de tortura y a la realización del examen médico, este “debe realizarse 
independientemente del tiempo que haya transcurrido desde el momento de la tortura”111. Además, las 
“declaraciones de testigos y supervivientes son componentes necesarios de la documentación de la tortura” y las 
“pruebas físicas, en la medida en que existan, son importantes informaciones que confirman que la persona ha 
sido torturada. De todas formas, en ningún caso se considerará que la ausencia de señales físicas indica que no 
se ha producido tortura, ya que es frecuente que estos actos de violencia contra las personas no dejen marcas ni 
cicatrices permanentes”112.

109 Cfr. Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de Septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 114, y Caso Osorio Rivera 
y Familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 274, párr. 200.

110 Cfr. Corte IDH. Caso Masacre de Pueblo Bello. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 145, y Corte IDH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. 
Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292, párr. 347.

111 Organización de las Naciones Unidas, Protocolo de Estambul, Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes de 2004, párr. 104; Corte IDH. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas, Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 289, párr. 255.

112 Organización de las Naciones Unidas, Protocolo de Estambul, Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes de 2004, párr. 161.
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5.2.2. Obligación de realizar una investigación efectiva

Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005113.

54. La Corte entiende que, a la luz de la obligación general de los Estados Partes de respetar y garantizar los derechos 
a toda persona sujeta a su jurisdicción, contenida en el artículo 1.1 de la Convención Americana, el Estado 
tiene el deber de iniciar de oficio e inmediatamente una investigación efectiva que permita identificar, juzgar y 
sancionar a los responsables, cuando existe denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto 
de tortura en violación del artículo 5 de la Convención Americana.  Esta actuación está normada, además, de 
manera específica en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura que obligan a los 
Estados Partes a adoptar todas las medidas efectivas para prevenir y sancionar todos los actos de tortura dentro 
del ámbito de su jurisdicción, así como a garantizar que los casos de tortura sean examinados imparcialmente.  
En el presente caso, la Corte observa que Colombia no actuó con arreglo a esas previsiones, ya que a la fecha 
ninguna persona ha sido sancionada por las torturas infligidas al señor Wilson Gutiérrez Soler y que el propio 
Estado ha reconocido defectos en relación con las garantías judiciales de los procesos internos […]. Desde 
que entró en vigor en Colombia la referida Convención Interamericana contra la Tortura, el 18 de febrero de 
1999, es exigible al Estado el cumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho tratado. Por ello, para el 
Tribunal esta conducta constituye incumplimiento de las obligaciones contenidas en los artículos 1, 6 y 8 de la 
Convención Interamericana contra la Tortura en lo que atañe a la obligación de prevenir y sancionar la tortura 
en el ámbito interno. 

Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006114.

156. La Corte interpreta que, a la luz de la obligación general de garantizar a toda persona bajo su jurisdicción los 
derechos humanos consagrados en la Convención, establecida en el artículo 1.1 de la misma, en conjunto 
con el derecho a la integridad personal conforme al artículo 5 (Derecho a la Integridad Personal) de dicho 
tratado, existe la obligación estatal de iniciar de oficio e inmediatamente una investigación efectiva que permita 
identificar, juzgar y sancionar a los responsables, cuando existe denuncia o razón fundada para creer que se 
ha cometido un acto de tortura. En el mismo sentido: Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia de 26 de 
septiembre de 2006, párr. 79115; Caso Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 
2006, párr. 345; Caso Bueno Alves vs. Argentina. Sentencia de 11 de mayo de 2007, párr. 89; Caso González 
y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Sentencia de 16 de noviembre de 2009, párr. 246.

Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006.

145. La realización de una investigación efectiva es un elemento fundamental y condicionante para la protección 
de ciertos derechos que se ven afectados o anulados por esas situaciones, como lo son en el presente caso 
los derechos a la libertad personal, integridad personal y vida. Esta apreciación es válida cualquiera sea el 
agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, aun los particulares, pues, si sus hechos no son 
investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que comprometería 
la responsabilidad internacional del Estado.

113 Los hechos del presente caso iniciaron el 24 de agosto de 1994 cuando Wilson Gutiérrez Soler fue detenido por el Comandante de una unidad urbana 
de la Unidad Nacional Antiextorsión y Secuestro de la Policía Nacional. El señor Gutiérrez Soler fue conducido al sótano de las instalaciones de dicha 
unidas, donde fue esposado y sujeto a quemaduras, golpes y lesiones. Es así como fue inducido bajo coacción a rendir una declaración sobre los hechos 
motivo de su detención, por lo que se le abrió un proceso en su contra por el delito de extorsión.

 El señor Gutiérrez Soler presentó una serie de recursos a fin de sancionar a los responsables de los alegados actos de tortura cometidos en su contra. 
No obstante, no se realizaron mayores investigaciones al respecto tanto en la jurisdicción penal militar como en la ordinaria. Debido a las denuncias 
interpuestas por el señor Wilson Gutiérrez Soler, él y sus familiares han sido objeto de amenazas y hostigamientos. Debido a ello, el señor Wilson 
Gutiérrez Soler y su hijo Kevin tuvieron que exiliarse y actualmente residen en los Estados Unidos de América.

114 Los hechos del presente caso se contextualizan durante el conflicto armado en el Perú. El 25 de septiembre de 1990, como parte de un operativo 
contrainsurgente, efectivos militares procedentes de la Base Militar de Accomarca llegaron a la comunidad de Pucapaccana.

 Bernabé Baldeón García, campesino de 68 años de edad, fue detenido por los efectivos militares. Luego de ello fue torturado y asesinado. Su cuerpo fue 
enterrado al día siguiente. Sus familiares interpusieron una serie de recursos judiciales a fin de investigar los hechos y sancionar a los responsables. No 
obstante, no se realizaron mayores diligencias ni se formularon cargos contra los presuntos responsables.

115 Los hechos del presente caso se inician el 26 de enero de 1989, cuando Gerardo Vargas Areco, de 15 años de edad, fue reclutado para prestar el servicio 
militar en las fuerzas armadas paraguayas. En diciembre de 1989, cuando Gerardo Vargas Areco se encontraba arrestado como sanción por no haber 
regresado voluntariamente y a tiempo al destacamento, tuvo una hemorragia nasal. Un oficial del ejército ordenó a un suboficial que trasladara al niño 
Vargas Areco a la enfermería de la unidad militar, donde lograron detener la hemorragia. En el trayecto de regreso, el niño Vargas Areco comenzó a 
correr por lo que, el suboficial que lo escoltaba le disparó por la espalda, ocasionándole la muerte. Los padres de Gerardo Vargas Areco una denuncia 
penal por el homicidio de su hijo. En marzo de 1990 la jurisdicción penal militar condenó al suboficial a un año de prisión militar por el delito de 
“homicidio por exceso de celo”. En marzo de 2005 se dictó sentencia en el fuero ordinario donde se condenó al suboficial a un año de privación de 
libertad, por el delito de “homicidio culposo” en perjuicio de Gerardo Vargas Areco.
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148. Para determinar si la obligación de proteger los derechos a la vida, a la integridad personal y a la libertad 
personal por la vía de una investigación seria de lo ocurrido, se ha cumplido a cabalidad, es preciso examinar 
los procedimientos abiertos a nivel interno destinados a dilucidar los hechos ocurridos en Pueblo Bello y a 
identificar a los responsables de las desapariciones de 37 personas y las privaciones de libertad y, posteriormente 
de vida de seis personas cuyos cadáveres se han identificado. Este examen debe hacerse a la luz de lo que dispone 
el artículo 25 de la Convención Americana y de los requerimientos que impone el artículo 8 de la misma para 
todo proceso, y se efectuará en profundidad en el próximo capítulo de esta sentencia […]. Para los efectos de la 
determinación de las violaciones de los artículos 4, 5 y 7 de la Convención, materia de análisis en los párrafos 
precedentes, baste decir que la Corte considera que las investigaciones realizadas en Colombia respecto de 
los sucesos de Pueblo Bello, en  procedimientos llevados a cabo por la justicia penal ordinaria y la militar, la 
justicia disciplinaria y la contencioso administrativa, muestran graves fallas que han socavado la efectividad de 
la protección prevista en la normativa nacional e internacional aplicable en este tipo de casos y han llevado a la 
impunidad de ciertos hechos delictuosos que constituyen, a la vez, graves violaciones de los derechos humanos 
consagrados en las disposiciones de la Convención citadas en este párrafo considerativo.

Caso Ximenes Lopes vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. 

147. La obligación de garantizar los derechos humanos consagrados en la Convención no se agota con la existencia 
de un orden normativo dirigido a hacer posible el cumplimiento de esta obligación, sino que comporta la 
necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía 
del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.  En ese sentido, una de esas condiciones para garantizar 
efectivamente el derecho a la vida y a la integridad personal es el cumplimiento del deber de investigar las 
afectaciones a los mismos, el cual se deriva del artículo 1.1 de la Convención en conjunto con el derecho 
sustantivo que debe ser amparado, protegido o garantizado.

148. Dado lo anterior el Estado tiene el deber de iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial 
y efectiva, que no se emprenda como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa.  Esta 
investigación debe ser realizada por todos los medios legales disponibles y orientada a la determinación de la 
verdad y a la investigación, enjuiciamiento y castigo de todos los responsables de los hechos, especialmente 
cuando están o puedan estar involucrados agentes estatales.

Caso Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2006.

344. En particular, respecto de la obligación de garantizar el derecho reconocido en el artículo 5 de la Convención 
Americana, la Corte ha señalado que ésta implica el deber del Estado de investigar posibles actos de tortura 
u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. Asimismo, en virtud de que el Perú ratificó el 4 de junio de 
1996 la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, a partir 
de esa fecha debía observar lo dispuesto en el artículo 7.b de dicho tratado, que le obliga a actuar con la debida 
diligencia para investigar y sancionar dicha violencia. La obligación de investigar también se ve reforzada por 
lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, de 
acuerdo a los cuales el Estado se encuentra obligado a “tomar […] medidas efectivas para prevenir y sancionar 
la tortura en el ámbito de su jurisdicción”, así como para “prevenir y sancionar […] otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes”. […] En el mismo sentido: Caso Bueno Alves vs. Argentina. Sentencia de 11 de 
mayo de 2007, párr. 88.

346. En el presente caso, la Corte considera que por los hechos declarados como violatorios del derecho a la integridad 
personal surgió para el Estado la obligación de investigar las afectaciones del mismo, la cual deriva del artículo 
1.1 de la Convención Americana en conjunto con el referido derecho sustantivo protegido en el artículo 5 de 
la misma, aplicando las referidas disposiciones de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer y de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  
Dichas disposiciones son aplicables al caso ya que especifican y complementan las obligaciones que tiene el 
Estado con respecto al cumplimiento de los derechos consagrados en la Convención Americana.  

347. En definitiva, el deber de investigar constituye una obligación estatal imperativa que deriva del derecho 
internacional y no puede desecharse o condicionarse por actos o disposiciones normativas internas de ninguna 
índole. Como ya ha señalado este Tribunal, en casos de vulneraciones graves a derechos fundamentales la 
necesidad imperiosa de evitar la repetición de tales hechos depende, en buena medida, de que se evite su 
impunidad y se satisfaga el derecho de las víctimas y la sociedad en su conjunto de acceder al conocimiento de 
la verdad de lo sucedido. La obligación de investigar constituye un medio para garantizar tales derechos; y su 
incumplimiento acarrea la responsabilidad internacional del Estado. En el mismo sentido: Caso Bueno Alves 
vs. Argentina. Sentencia de 11 de mayo de 2007, párr. 90.
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Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. 

97. En el presente caso, esta Corte entiende que de los hechos ocurridos surgió para el Estado la obligación de 
investigar respecto de la violación del derecho a la vida, integridad personal y libertad personal de Jesús María 
Valle Jaramillo. Este Tribunal ha reconocido en casos anteriores que del deber general de garantía señalado en 
el artículo 1.1 de la Convención, surgen obligaciones que recaen sobre el Estado a fin de asegurar el libre y pleno 
ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a toda persona sujeta a su jurisdicción.  Este deber de 
garantía, al estar vinculado con derechos específicos, puede ser cumplido de diferentes maneras, dependiendo 
del derecho a garantizar y de la situación particular del caso. 

98. La obligación de investigar violaciones de derechos humanos se encuentra dentro de las medidas positivas que 
deben adoptar los Estados para garantizar los derechos reconocidos en la Convención.  Además, los Estados 
deben procurar, si es posible, el restablecimiento del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los 
daños producidos por dichas violaciones. 

99. Cabe señalar que la obligación de investigar no sólo se desprende de las normas convencionales de Derecho 
Internacional imperativas para los Estados Parte, sino que además se deriva de la legislación interna que haga 
referencia al deber de investigar de oficio ciertas conductas ilícitas y a las normas que permiten que las víctimas 
o sus familiares denuncien o presenten querellas para participar procesalmente en la investigación penal con la 
pretensión de establecer la verdad de los hechos. 

100. El deber de investigar es una obligación de medios, y no de resultados, que debe ser asumida por el Estado 
como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. 
La obligación del Estado de investigar debe cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo 
de hechos vuelvan a repetirse.  En este sentido la Corte recuerda que la impunidad fomenta la repetición de las 
violaciones de derechos humanos.

Caso Ríos vs. Venezuela. Sentencia de 28 de enero de 2009. 

283. La investigación de la violación de determinado derecho sustantivo puede ser un medio para amparar, proteger 
o garantizar ese derecho. La obligación de investigar “adquiere particular intensidad e importancia ante la 
gravedad de los delitos cometidos y la naturaleza de los derechos lesionados”116, incluso hasta alcanzar esa 
obligación, en algunos casos, el carácter de jus cogens. En casos de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones 
forzadas, tortura y otras graves violaciones a los derechos humanos, el Tribunal ha considerado que la 
realización de una investigación ex officio, sin dilación, seria, imparcial y efectiva, es un elemento fundamental 
y condicionante para la protección de ciertos derechos afectados por esas situaciones, como la libertad 
personal, la integridad personal y la vida. Se considera que en esos casos la impunidad no será erradicada 
sin la determinación de las responsabilidades generales –del Estado- e individuales –penales y de otra índole de 
sus agentes o de particulares-, complementarias entre sí. Por la naturaleza y gravedad de los hechos, más aún 
si existe un contexto de violación sistemática de derechos humanos, los Estados se hallan obligados a realizar 
una investigación con las características señaladas, de acuerdo con los requerimientos del debido proceso. El 
incumplimiento genera, en tales supuestos, responsabilidad internacional del Estado. En el mismo sentido: 
Caso Perozo vs. Venezuela. Sentencia de 28 de enero de 2009, párr. 298.

284. La obligación de investigar no sólo se desprende de las normas convencionales de Derecho Internacional 
imperativas para los Estados Parte, sino que además se deriva de la legislación interna que haga referencia al 
deber de investigar de oficio ciertas conductas ilícitas. Así, corresponde a los Estados Parte disponer, de acuerdo 
con los procedimientos y a través de los órganos establecidos en su Constitución y sus leyes, qué conductas 
ilícitas serán investigadas de oficio y regular el régimen de la acción penal en el procedimiento interno, así como 
las normas que permitan que los ofendidos o perjudicados denuncien o ejerzan la acción penal y, en su caso, 
participen en la investigación y en el proceso. Para demostrar que es adecuado determinado recurso, como 
puede ser una investigación penal, será preciso verificar que es idóneo para proteger la situación jurídica que 
se supone infringida. En el mismo sentido: Caso Perozo vs. Venezuela. Sentencia de 28 de enero de 2009,  
párr. 299.

303. No corresponde a este Tribunal sustituir a la jurisdicción interna para determinar si los hechos denunciados 
como conductas ilícitas eran conexos o no bajo las reglas del COPP y si procedía la acumulación de los 
hechos denunciados. Sin embargo, la Corte observa que las autoridades judiciales no se pronunciaron sobre 

116 Corte IDH. Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2006. Serie C No. 162, párr. 157. Ver también 
Corte IDH. Caso Goiburú y otros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2006. Serie C No. 153, párr. 128.
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la procedencia o aplicabilidad de las reglas de conexidad ni emitieron, salvo en algunos casos, decisiones que 
hubiesen aclarado si la vía intentada era la adecuada.

304. […] En cuanto a los hechos que efectivamente fueron puestos en conocimiento del Ministerio Público, la Corte 
considera que correspondía a este órgano, como encargado de la persecución penal, emitir oportunamente una 
decisión para ordenar el inicio de la respectiva investigación o solicitar la desestimación de la denuncia, según 
correspondiere. Esto no ocurrió en el presente caso respecto de estos hechos. 

311. En consecuencia, esta causa fue asignada sucesivamente a diversas fiscalías. La cantidad y frecuencia de cambios 
en el órgano encargado de la investigación no resulta favorable para el desarrollo y efectividad de ésta. No se 
ha establecido que tales cambios obedezcan a motivos particulares que los justifique, y en este caso no han sido 
alegados.

316. Este Tribunal nota que la legislación procesal penal venezolana no establece un plazo cierto para la investigación 
previo a la individualización del imputado, sino requiere que se realice “con la diligencia que el caso requiera” 
[…]. Por ello, el momento en que el Ministerio Público tomó conocimiento del hecho, de oficio o por denuncia, 
es relevante para evaluar si las investigaciones fueron conducidas diligentemente. 

318. La Corte observa que la investigación de los hechos de 2 y 28 de mayo de 2002 fue ordenada por el Ministerio 
Público dos años después de interpuesta la denuncia y las autoridades estatales demoraron más de seis años en 
llevar a cabo las primeras diligencias de investigación, sin que justificara el retardo en la recolección de pruebas 
tendientes a la comprobación de la materialidad del hecho y la identificación de los autores y partícipes […]. 
Con respecto a algunos hechos en los que se inició una investigación, quedó de manifiesto inactividad procesal 
por entre dos años y medio y seis años, que no fue justificada por el Estado […]. Este Tribunal encuentra que 
las investigaciones correspondientes a estos hechos no se han conducido en forma diligente y efectiva. 

321. En casos de agresión física, el tiempo en el que se realiza el dictamen médico es esencial para determinar 
fehacientemente la existencia de la lesión y del daño. La falta de dictamen o su realización tardía dificultan 
o imposibilitan la determinación de la gravedad de los hechos, en particular, a fin de clasificar legalmente 
la conducta bajo el tipo penal que corresponda, más aún cuando no se cuenta con otras pruebas. La Corte 
considera que el Estado tiene la obligación de proceder al examen y clasificación de las lesiones cuando se 
realiza la denuncia y se presenta el lesionado, a menos que el tiempo transcurrido entre ésta y el momento en 
que ocurrió el hecho torne imposible la caracterización de aquéllas. 

322. En ese caso en que no se realizó la evaluación médico-legal, la denuncia se presentó pocos días después y a pesar 
de ello no se ordenó esa diligencia. El Estado no aportó prueba suficiente para comprobar que el Ministerio 
Público desplegara las diligencias pertinentes, lo que permite sostener que hubo falta de diligencia por parte del 
órgano encargado de la persecución penal con respecto a su deber de llevar a cabo una investigación en forma 
diligente y efectiva.

331. La Corte observa que en la mayoría de las investigaciones iniciadas se evidencia una inactividad procesal 
injustificada; y que en algunas investigaciones no se han llevado a cabo todas las diligencias necesarias para 
la comprobación de la materialidad de los hechos […]. Por ello, este Tribunal encuentra que en estos casos el 
conjunto de las investigaciones no constituyó un medio efectivo para garantizar los derechos a la integridad 
personal y a buscar, recibir y difundir información de las presuntas víctimas.

334. De tal manera, la Corte considera que el conjunto de hechos probados conformaron formas de obstrucción, 
obstaculización y amedrentamiento para el ejercicio de las labores periodísticas de las presuntas víctimas, 
expresadas en ataques o puesta en riesgo de su integridad personal, que en los contextos de los referidos 
pronunciamientos de altos funcionarios públicos y de omisión de las autoridades estatales en su deber de 
debida diligencia en las investigaciones, constituyeron faltas a las obligaciones estatales de prevenir e investigar 
los hechos. Por ello, el Estado es responsable por el incumplimiento de su obligación contenida en el artículo 1.1 
de la Convención de garantizar la libertad de buscar, recibir y difundir información y el derecho a la integridad 
personal, reconocidos en los artículos 13.1 y 5.1 de la Convención Americana, en perjuicio de Antonio José 
Monroy, Armando Amaya, Carlos Colmenares, David José Pérez Hansen, Erika Paz, Isabel Cristina Mavarez, 
Isnardo José Bravo, Javier García Flores, Luisiana Ríos Paiva y Pedro Antonio Nikken García. Además, el 
Estado es responsable por el incumplimiento de su obligación contenida en el artículo 1.1 de la Convención de 
garantizar la libertad de buscar, recibir y difundir información reconocido en el artículo 13.1 de la Convención 
Americana, en perjuicio de Anahís del Carmen Cruz Finol, Argenis Uribe, Herbigio Antonio Henríquez 
Guevara, Laura Cecilia Castellanos Amarista, Luis Augusto Contreras Alvarado, Noé Pernía, Samuel Sotomayor, 
Wilmer Marcano y Winston Francisco Gutiérrez Bastardo.
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Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 

287. De la obligación general de garantía de los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal deriva la 
obligación de investigar los casos de violaciones de esos derechos; es decir, del artículo 1.1 de la Convención en 
conjunto con el derecho sustantivo que debe ser amparado, protegido o garantizado. Asimismo, México debe 
observar lo dispuesto en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, que obliga a actuar con la debida 
diligencia117 y a adoptar la normativa necesaria para investigar y sancionar la violencia contra la mujer.

293. La Corte considera que el deber de investigar efectivamente, siguiendo los estándares establecidos por 
el Tribunal […] tiene alcances adicionales cuando se trata de una mujer que sufre una muerte, maltrato o 
afectación a su libertad personal en el marco de un contexto general de violencia contra las mujeres. En similar 
sentido, la Corte Europea ha dicho que cuando un ataque es motivado por razones de raza, es particularmente 
importante que la investigación sea realizada con vigor e imparcialidad, teniendo en cuenta la necesidad de 
reiterar continuamente la condena de racismo por parte de la sociedad y para mantener la confianza de las 
minorías en la habilidad de las autoridades de protegerlas de la amenaza de violencia racial. El criterio anterior 
es totalmente aplicable al analizarse los alcances del deber de debida diligencia en la investigación de casos 
de violencia por razón de género. 

388. A manera de conclusión, la Corte acepta el reconocimiento de responsabilidad por las irregularidades cometidas 
en la primera etapa de las investigaciones. Sin embargo, el Tribunal ha constatado que en la segunda etapa de 
las mismas no se han subsanado totalmente dichas falencias. Las irregularidades en el manejo de evidencias, 
la alegada fabricación de culpables, el retraso en las investigaciones, la falta de líneas de investigación que 
tengan en cuenta el contexto de violencia contra la mujer en el que se desenvolvieron las ejecuciones de las tres 
víctimas y la inexistencia de investigaciones contra funcionarios públicos por su supuesta negligencia grave, 
vulneran el derecho de acceso a la justicia, a una protección judicial eficaz y el derecho de los familiares y de 
la sociedad a conocer la verdad de lo ocurrido. Además, denota un incumplimiento estatal de garantizar, a 
través de una investigación seria y adecuada, los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal 
de las tres víctimas. Todo ello permite concluir que en el presente caso existe impunidad y que las medidas de 
derecho interno adoptadas han sido insuficientes para enfrentar las graves violaciones de derechos humanos 
ocurridas. El Estado no demostró haber adoptado normas o implementado las medidas necesarias, conforme al 
artículo 2 de la Convención Americana y al artículo 7.c de la Convención Belém do Pará, que permitieran a las 
autoridades ofrecer una investigación con debida diligencia. Esta ineficacia judicial frente a casos individuales 
de violencia contra las mujeres propicia un ambiente de impunidad que facilita y promueve la repetición de 
los hechos de violencia en general y envía un mensaje según el cual la violencia contra las mujeres puede ser 
tolerada y aceptada como parte del diario vivir.

Caso Vélez Loor vs. Panamá. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. 

230. La Corte ha señalado que, de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención Americana, la obligación de 
garantizar los derechos reconocidos en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana implica el deber del 
Estado de investigar posibles actos de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. Esta obligación 
de investigar se ve reforzada por lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención contra la Tortura, 
que obligan al Estado a “tomar[…] medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su 
jurisdicción”, así como a “prevenir y sancionar […] otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”. 
Además, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8 de esta Convención, los Estados Parte garantizarán

 […] a toda persona que denuncie haber sido sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el 
derecho a que el caso sea examinado imparcialmente[, y]

 [c]uando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en el 
ámbito de su jurisdicción, […] que sus respectivas autoridades procederán de oficio y de inmediato 
a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso 
penal118.

236. La Corte observa que los escritos referidos fueron presentados por el señor Vélez Loor ante el Estado de Panamá 
una vez que ya no se encontraba bajo la custodia del mismo. Al respecto, es indispensable notar que la víctima 

117 Cfr. Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. Serie C No. 160, 
párr. 344.

118 Desde el 28 de septiembre de 1991, fecha en que entró en vigor en Panamá la referida Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 
conforme a su artículo 22, es exigible al Estado el cumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho tratado […].
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suele abstenerse, por temor, de denunciar los hechos de tortura o mal trato, sobre todo si se encuentra detenida 
en el mismo recinto donde estos ocurrieron. Dada la situación de vulnerabilidad e indefensión que provocan 
las instituciones como las cárceles, cuyo interior está completamente fuera del escrutinio público, es importante 
resaltar la necesidad de que se realicen inspecciones periódicas de los centros de detención, de garantizar la 
independencia del personal médico y de salud encargado de examinar y prestar asistencia a los detenidos, y que 
éstos cuenten con mecanismos accesibles, adecuados y eficaces para hacer valer sus reclamos y presentar quejas 
durante su privación de libertad.

Caso Vélez Restrepo y Familiares Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 3 de septiembre de 2012. 

187. Asimismo, la Corte ha sostenido que en determinadas circunstancias la investigación seria y oportuna sobre 
alegadas amenazas puede contribuir, a su vez, a prevenir la vulneración de los derechos que estaban siendo 
amenazados. 

188. La Corte ha advertido que la obligación de investigar se mantiene “cualquiera que sea el agente al cual pueda 
eventualmente atribuirse la violación, aun los particulares, pues, si sus hechos no son investigados con 
seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que comprometería la responsabilidad 
internacional del Estado”119. Con respecto al deber del Estado de adoptar medidas de prevención y protección, 
la Corte ha reconocido que ello no significa una responsabilidad ilimitada frente a cualquier acto o hecho de 
particulares, pues sus deberes de adoptar medidas respecto de los particulares en sus relaciones entre sí se 
encuentran condicionados al conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o 
grupo de individuos determinado y a las posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo.

192. En el presente caso el Estado aceptó que “no existió una investigación seria” de las amenazas y hostigamientos, 
pero al respecto solamente reconoció haber violado los derechos a las garantías judiciales y a la protección 
judicial […]. La Corte considera que la falta de una investigación diligente de las amenazas y hostigamientos 
implicó también una violación a la obligación de garantizar el derecho a la integridad personal del señor Vélez 
Restrepo, su esposa e hijos, y a su vez constituyó una violación al deber de prevenir ya que en el presente caso 
la investigación habría podido constituir un medio de prevención para impedir la continuación y escalamiento 
de las amenazas que llegó hasta el intento de privación de la libertad del señor Vélez Restrepo que causó que 
tuviera que salir del país para proteger su vida e integridad y la de su familia.

5.3. Obligación de garantía en relación al derecho a la salud y la integridad personal

Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006.

89. En relación con personas que se encuentran recibiendo atención médica, y dado que la salud es un bien público 
cuya protección está a cargo de los Estados, éstos tienen la obligación de prevenir que terceros interfieran 
indebidamente en el goce de los derechos a la vida y a la integridad personal, particularmente vulnerables 
cuando una persona se encuentra bajo tratamiento de salud.  La Corte considera que los Estados tienen el 
deber de regular y fiscalizar toda la asistencia de salud prestada a las personas bajo su jurisdicción, como deber 
especial de protección a la vida y a la integridad personal, independientemente de si la entidad que presta tales 
servicios es de carácter público o privado.  

90. La falta del deber de regular y fiscalizar genera responsabilidad internacional en razón de que los Estados son 
responsables tanto por los actos de las entidades públicas como privadas que prestan atención de salud, ya que 
bajo la Convención Americana los supuestos de responsabilidad internacional comprenden los actos de las 
entidades privadas que estén actuando con capacidad estatal, así como actos de terceros, cuando el Estado falta 
a su deber de regularlos y fiscalizarlos.  La obligación de los Estados de regular no se agota, por lo tanto, en los 
hospitales que prestan servicios públicos, sino que abarca toda y cualquier institución de salud.

99. Por todas las consideraciones anteriores, la Corte estima que los Estados son responsables de regular y fiscalizar 
con carácter permanente la prestación de los servicios y la ejecución de los programas nacionales relativos al 
logro de una prestación de servicios de salud públicos de calidad, de tal manera que disuada cualquier amenaza 
al derecho a la vida y a la integridad física de las personas sometidas a tratamiento de salud.  Deben, inter alia, 
crear mecanismos adecuados para inspeccionar las instituciones psiquiátricas, presentar, investigar y resolver 
quejas y establecer procedimientos disciplinarios o judiciales apropiados para casos de conducta profesional 

119 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, párr. 177, y Corte IDH. Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2012 Serie C No. 240 párr. 206.
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indebida o de violación de los derechos de los pacientes . En el mismo sentido: Caso Gonzales Lluy y otros 
Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 01 de septiembre de 
2015, párr. 177.

Caso Albán Cornejo y otros. Vs. Ecuador. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2007

119. La responsabilidad estatal puede surgir cuando un órgano o funcionario del Estado o de una institución de 
carácter público afecte indebidamente, por acción u omisión, algunos de los bienes jurídicos protegidos por la 
Convención Americana.  También puede provenir de actos realizados por particulares, como ocurre cuando 
el Estado omite prevenir o impedir conductas de terceros que vulneren los referidos bienes jurídicos.  En 
este orden de consideraciones, cuando se trata de competencias esenciales relacionadas con la supervisión y 
fiscalización de la prestación de servicios de interés público, como la salud, sea por entidades públicas o privadas 
(como es el caso de un hospital privado), la responsabilidad resulta por la omisión en el cumplimiento del deber 
de supervisar la prestación del servicio para proteger el bien respectivo. En el mismo sentido: Caso Suárez 
Peralta Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de mayo de 
2013, párr. 150; Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 01 de septiembre de 2015, párr. 184120.

120 Talía Gabriela Gonzales Lluy nació el 8 de enero de 1995 en el cantón de Cuenca, provincia del Azuay, Ecuador. Su madre es Teresa Lluy, su padre es SGO 
y su hermano es Iván Lluy. Talía nació y vive con su madre y su hermano en el cantón de Cuenca, provincia del Azuay, en Ecuador. Cuando tenía tres 
años de edad, fue contagiada con el virus del VIH al recibir una transfusión de sangre, proveniente de un Banco de Sangre de la Cruz Roja, en una clínica 
de salud privada. 

 En 1998, regía la Ley de aprovisionamiento y utilización de sangres y sus derivados, vigente desde 1986 y que sería reformada en el año 1992. Esta 
ley determinaba que la Cruz Roja tenía competencia exclusiva para administrar los bancos de sangre y que, incluso, el Ministerio de Salud Pública, 
el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y la Fuerzas Armadas administrarán los bancos y depósitos de sangre bajo control reglamentario y la 
coordinación de la Cruz Roja Ecuatoriana. 

 El 20 de junio de 1998, cuando tenía 3 años de edad, Talía presentó una hemorragia nasal que no se detenía y fue llevada por su madre al Hospital 
Universitario Católico, en el Azuay, Cuenca. Talía estuvo internada durante dos días en el Hospital Universitario y, posteriormente, fue llevada por 
su madre a la Clínica Humanitaria Fundación Pablo Jaramillo ubicada en Cuenca. En la Clínica Humanitaria, Talía fue diagnosticada con púrpura 
trombocitopénica por el doctor PMT, médico de la Cruz Roja, quien le confirmó a Teresa Lluy que Talía necesitaba urgentemente una transfusión de 
sangre y de plaquetas.

 Con el fin de conseguir la sangre necesaria para efectuar la transfusión a Talía, Teresa Lluy acudió al Banco de Sangre de la Cruz Roja del Azuay donde 
le indicaron que debía llevar donantes. Teresa Lluy solicitó entonces a algunos conocidos, entre ellos al señor HSA, que donaran. El 22 de junio de 1998, 
el señor HSA acudió al Banco de Sangre de la Cruz Roja para donar su sangre. La señora MRR, auxiliar de enfermería del Banco de Sangre de la Cruz 
Roja, tomó las muestras de sangre al señor HSA y entregó las “pintas de sangre” a los familiares y conocidos de Talía. Las transfusiones de sangre a Talía 
fueron realizadas el 22 de junio de 1998 y continuaron durante la madrugada del día siguiente por el personal de la Clínica Humanitaria. 

 El 23 de junio de 1998 la señora EOQ, bioquímica del Banco de Sangre de la Cruz Roja, efectuó por primera vez exámenes a la muestra de sangre de HSA, 
incluyendo el examen de VIH. Talía estuvo hospitalizada en la Clínica Humanitaria hasta el día 29 de junio de 1998, cuando fue dada de alta.

 El 28 de julio y el 13 de agosto de 1998, y el 15 de enero de 1999 se realizaron pruebas de sangre en las que se confirmó que Talía era una persona con VIH. 
Cuando se tuvo noticia de que la sangre de HSA tenía VIH, y que Talía había sido infectada con este virus al recibir una donación de su sangre, Teresa 
Lluy presentó varios recursos en instancias civiles y penales en Ecuador. 

 En septiembre de 1999, cuando Talía tenía 5 años de edad, fue inscrita en el “primer curso de básica” en la escuela pública de educación básica “Zoila 
Aurora Palacios”, en la ciudad de Cuenca. Talía asistió a clases normalmente durante dos meses, sin embargo, en el mes de noviembre la profesora APA se 
enteró que Talía era una persona con VIH y le informó al director de la escuela. El director decidió que Talía no asistiera a clases “hasta ver que d[ecían] 
las [a]utoridades de [e]ducación o buscar una solución al problema”. 

 El 8 de febrero de 2000, Teresa Lluy con ayuda del Comisionado del Defensor del Pueblo de Azuay, presentó una acción de amparo constitucional 
ante el Tercer Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo con sede en la ciudad de Cuenca, en contra del Ministerio de Educación y Cultura 
representado por el Subsecretario de Educación del Austro; del director de la escuela “Zoila Aurora Palacios” y de la profesora APA, en razón de una 
presunta privación al derecho a la educación de Talía. 

 El 11 de febrero de 2000, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Nº 3 declaró inadmisible el recurso de amparo constitucional, considerando que “exist[ía] 
un conflicto de intereses, entre los derechos y garantías individuales de [Talía] frente a los intereses de un conglomerado estudiantil, colisión que hac[ía] 
que predomin[ara]n los sociales o colectivos, como lo es, el derecho a la vida, frente al derecho de la educación.

 Además de las dificultades en el trabajo, Teresa Lluy describió en varias oportunidades que su hija y su familia “ha[bían] sido víctimas de la más cruel 
discriminación, pues se les ha[bía] impedido [tener] vivienda propia”. De acuerdo con las declaraciones de Talía y su familia, fueron obligados a mudarse 
en múltiples ocasiones debido a la exclusión y el rechazo del que fueron objeto por la condición de Talía.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/qg4JKs



69

INTEGRIDAD PERSONAL

Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de 
mayo de 2013121. 

130. En lo que respecta a la relación del deber de garantía (artículo 1.1) con el artículo 5.1 de la Convención, la 
Corte ha establecido que el derecho a la integridad personal se halla directa e inmediatamente vinculado con 
la atención a la salud humana, y que la falta de atención médica adecuada puede conllevar la vulneración del 
artículo 5.1 de la Convención. En este sentido, la Corte ha sostenido que la protección del derecho a la integridad 
personal supone la regulación de los servicios de salud en el ámbito interno, así como la implementación de una 
serie de mecanismos tendientes a tutelar la efectividad de dicha regulación. […]   

132. Por tanto, esta Corte ha señalado que, a los efectos de dar cumplimiento a la obligación de garantizar el derecho 
a la integridad personal y en el marco de la salud, los Estados deben establecer un marco normativo adecuado 
que regule la prestación de servicios de salud, estableciendo estándares de calidad para las instituciones 
públicas y privadas, que permita prevenir cualquier amenaza de vulneración a la integridad personal en 
dichas prestaciones. Asimismo, el Estado debe prever mecanismos de supervisión y fiscalización estatal de 
las instituciones de salud, así como procedimientos de tutela administrativa y judicial para el damnificado, 
cuya efectividad dependerá, en definitiva, de la puesta en práctica que la administración competente realice  
al respecto.

134. Conforme esta Corte lo señaló en otro caso, “los Estados son responsables de regular […] con carácter 
permanente la prestación de los servicios y la ejecución de los programas nacionales relativos al logro de 
una prestación de servicios de salud públicos de calidad, de tal manera que disuada cualquier amenaza al 
derecho a la vida y a la integridad física de las personas sometidas a tratamiento de salud. Deben, inter alia, 
crear mecanismos adecuados para inspeccionar las instituciones, […] presentar, investigar y resolver quejas y 
establecer procedimientos disciplinarios o judiciales apropiados para casos de conducta profesional indebida o 
de violación de los derechos de los pacientes”122. 

149. Conforme la Corte ha establecido, la obligación de fiscalización estatal comprende tanto a servicios prestados 
por el Estado, directa o indirectamente, como a los ofrecidos por particulares. Abarca, por tanto, las situaciones 
en las que se ha delegado el servicio, en las que los particulares brindan el mismo por cuenta y orden del Estado, 
como también la supervisión de servicios privados relativos a bienes del más alto interés social, cuya vigilancia 
también compete al poder público. Una eventual atención médica en instituciones sin la debida habilitación, 
sin estar aptas en su infraestructura o en su higiene para brindar prestaciones médicas, o por profesionales que 
no cuenten con la debida calificación para tales actividades, podría conllevar una incidencia trascendental en 
los derechos a la vida o a la integridad del paciente.

Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
01 de septiembre de 2015. 

171. En lo que respecta a la relación del deber de garantía (artículo 1.1) con el artículo 5.1 de la Convención, la 
Corte ha establecido que el derecho a la integridad personal se halla directa e inmediatamente vinculado con 
la atención a la salud humana, y que la falta de atención médica adecuada puede conllevar la vulneración del 
artículo 5.1 de la Convención. En este sentido, la Corte ha sostenido que la protección del derecho a la integridad 

121 Melba del Carmen Suárez Peralta (Melba Suárez Peralta) era compañera de Dennis Edgar Cerezo Cervantes, quien trabajaba en la Comisión de Tránsito 
de Guayas. El 1 de junio de 2000 la Comisión de Tránsito de Guayas emitió una Orden General, en la cual promovía servicios médicos a sus funcionarios 
y familiares, prestados por dos médicos cubanos en el Policlínico de la referida Comisión de Tránsito.

 El 28 de junio de 2000, Melba Suárez Peralta realizo una consulta del médico cubano, Emilio Guerrero, por síntomas de dolor abdominal, vómitos y fiebre. 
Emilio Guerrero la diagnostico con apendicitis crónica e indico la necesidad de hacer una intervención quirúrgica. Después de una segunda consulta en 
la Clínica Minchala con el mismo medico el 1 julio de 2000, se realizo la intervención a cargo de Jenny Bohórquez. Después de la intervención, Melba 
Suárez Peralta padeció de dolores abdominales intensos y vómitos. El médico Héctor Luis Taranto la diagnostico con abdomen agudo posquirúrgico. 
Melba Suárez Peralta fue intervenida quirúrgicamente otra vez el 12 de julio 2000 y tuvo varios procedimientos médicos en los siguientes años. Los 
procedimientos tuvieron consecuencias económicas, laborales, y personales para Melba Suárez Peralta.

 Melba Peralta Mendoza (la madre de Melba Suárez Peralta) presento una denuncia ante el Primer Tribunal en lo Penal de Guayas el 2 de agosto de 2000, 
en contra del médico Emilio Guerrero. En el mismo mes, Melba Peralta Mendoza presentó escritos ante el Juez Penal solicitando el impulso procesal de 
la causa y el Juez Penal emitió los oficios solicitando varias pruebas, inclusivo la verificación de la situación laboral del médico Emilio Guerrero. El 1 de 
septiembre de 2000 la Subsecretaría de Trabajo y Recursos Humanos del Litoral y Galápagos informó que no había constancia de que Emilio Guerrero 
hubiere realizado el correspondiente trámite de aprobación de su actividad laboral ni obtenido el carnet ocupacional. El Coordinador del Proceso de 
Control y Vigilancia Sanitaria Provincial de la Dirección Provincial de Salud de Guayas, Ministerio de Salud Pública, certificó el 9 de agosto de 2012 que 
“los doctores Emilio Guerrero Gutiérrez y Jenny Bohórquez no registraban ningún documento que los acreditara como profesionales médicos”.

 Aunque Melba Peralta Mendoza pidió una audiencia pública varias veces, no sucedió y el 20 de septiembre 2005 el Primer Tribunal Penal de Guayas 
declaro prescripción de la acción. Melba Peralta Mendoza solicito una multa al juez de la causa pero fue denegada.

 La Clínica Minchala fue clausurada luego de una inspección realizada por el Control Sanitario de Guayas.
122 Corte IDH. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149, párr. 99.
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personal supone la regulación de los servicios de salud en el ámbito interno, así como la implementación de una 
serie de mecanismos tendientes a tutelar la efectividad de dicha regulación. Por esta razón, se debe determinar 
si en el presente caso se garantizó la integridad personal consagrada en el artículo 5.1 de la Convención en 
relación con el artículo 1.1 de la misma.   

173. Por otra parte, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha señalado que todos los servicios, 
artículos e instalaciones de salud deben cumplir con requisitos de disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad 
y calidad. En torno a estos elementos esenciales del derecho a la salud el Comité ha precisado su alcance en los 
siguientes términos:

a) Disponibilidad. Cada Estado Parte deberá contar con un número suficiente de establecimientos, bienes 
y servicios públicos de salud y centros de atención de la salud, así como de programas. Con todo, esos 
servicios incluirán los factores determinantes básicos de la salud, como hospitales, clínicas y demás 
establecimientos relacionados con la salud, personal médico y profesional capacitado, así como los 
medicamentos esenciales definidos en el Programa de Acción sobre medicamentos esenciales de la OMS.

b) Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servicios de salud deben ser accesibles a todos, sin 
discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado Parte.  La accesibilidad presenta cuatro 
dimensiones superpuestas:

 i) No discriminación: los establecimientos, bienes y servicios de salud deben ser accesibles, de hecho y 
de derecho, a los sectores más vulnerables y marginados de la población, sin discriminación alguna por 
cualquiera de los motivos prohibidos.

 ii) Accesibilidad física:  los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán estar al alcance 
geográfico de todos los sectores de la población, en especial los grupos vulnerables o marginados, como 
las mujeres, los niños, los adolescentes y las personas con VIH/SIDA. […]

 iii) Accesibilidad económica (asequibilidad): los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán 
estar al alcance de todos. Los pagos por servicios de atención de la salud y servicios relacionados con 
los factores determinantes básicos de la salud deberán basarse en el principio de la equidad, a fin de 
asegurar que esos servicios, sean públicos o privados, estén al alcance de todos, incluidos los grupos 
socialmente desfavorecidos.  La equidad exige que sobre los hogares más pobres no recaiga una carga 
desproporcionada, en lo que se refiere a los gastos de salud, en comparación con los hogares más ricos.

 iv) Acceso a la información: ese acceso comprende el derecho de solicitar, recibir y difundir información 
e ideas acerca de las cuestiones relacionadas con la salud.  Con todo, el acceso a la información no debe 
menoscabar el derecho de que los datos personales relativos a la salud sean tratados con confidencialidad.

c) Aceptabilidad. Todos los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser respetuosos de la ética 
médica y culturalmente apropiados, es decir respetuosos de la cultura de las personas, las minorías, los 
pueblos y las comunidades, a la par que sensibles a los requisitos del género y el ciclo de vida, y deberán 
estar concebidos para respetar la confidencialidad y mejorar el estado de salud de las personas de que se 
trate.

d) Calidad. Además de aceptables desde el punto de vista cultural, los establecimientos, bienes y servicios de 
salud deberán ser también apropiados desde el punto de vista científico y médico y ser de buena calidad. 
Ello requiere, entre otras cosas, personal médico capacitado, medicamentos y equipo hospitalario 
científicamente aprobados y en buen estado, agua limpia potable y condiciones sanitarias adecuadas  

174. En relación con la condición de niña de Talía Gonzales Lluy, el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño  consagra “el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el 
tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud”. De acuerdo al artículo 2.b) de esa norma, los 
Estados partes “adoptarán las medidas apropiadas para […] [a]segurar la prestación de la asistencia médica y 
la atención sanitaria que sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención 
primaria de salud”.

178. En este punto la Corte considera que existen ciertas actividades, como el funcionamiento de bancos de sangre, 
que entrañan riesgos significativos para la salud de las personas y, por lo tanto, los Estados están en la obligación 
de regularlas de manera específica. En el presente caso, dado que la Cruz Roja, entidad de carácter privado, era 
la única entidad con la responsabilidad del manejo de bancos de sangre al momento de producirse los hechos, el 
nivel de supervisión y fiscalización sobre dicha institución tenía que ser el más alto posible teniendo en cuenta 
el debido cuidado que se debe tener en actividades asociadas a transfusiones de sangre y dado que existían 
menos controles que aquellos a los que se someten los funcionarios estatales por la prestación de servicios 
públicos.
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186. En el presente caso, en la normativa remitida por el Estado se observa que la Secretaría Nacional de Sangre, 
órgano auxiliar de la Cruz Roja, era la entidad a cargo de aplicar las sanciones por el incumplimiento de las 
normas del Reglamento sobre el manejo de la sangre […]. La Corte observa que ello implica una delegación 
de funciones de monitoreo y supervisión a la propia entidad privada a la que se le habían delegado la tarea de 
manejar los bancos de sangre, lo cual resulta especialmente problemático respecto a la debida diligencia en 
diseños institucionales de fiscalización, dado que esta tarea debe ser efectuada por el Estado. En este punto el 
Tribunal retoma el reconocimiento del Estado en el sentido de que no debió delegar en esta forma el manejo de 
los bancos de sangre a la Cruz Roja, es decir, una delegación que no establecía niveles adecuados de supervisión. 
Cabe resaltar que en el expediente no se encuentra evidencia de actividades de monitoreo, control o supervisión 
al banco de sangre con anterioridad a los hechos. 

189. En el presente caso la Corte considera que la precariedad e irregularidades en las que funcionaba el Banco de 
Sangre del cual provino la sangre para Talía es un reflejo de las consecuencias que puede tener el incumplimiento 
de las obligaciones de supervisar y fiscalizar por parte de los Estados. La insuficiente supervisión e inspección 
por parte del Ecuador dio lugar a que el Banco de Sangre de la Cruz Roja de la Provincia del Azuay continuara 
funcionando en condiciones irregulares que pusieron en riesgo la salud, la vida y la integridad de la comunidad. 
En particular, esta grave omisión del Estado permitió que sangre que no había sido sometida a los exámenes de 
seguridad más básicos como el de VIH, fuera entregada a la familia de Talía para la transfusión de sangre, con 
el resultado de su infección y el consecuente daño permanente a su salud. 

191. En virtud de lo mencionado en este segmento, dado que son imputables al Estado el tipo de negligencias 
que condujeron al contagio con VIH de Talía Gonzales Lluy, el Ecuador es responsable por la violación de la 
obligación de fiscalización y supervisión de la prestación de servicios de salud, en el marco del derecho a la 
integridad personal y de la obligación de no poner en riesgo la vida, lo cual vulnera los artículos 4 y 5 de la 
Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de la misma. 

193. Al respecto, la Corte nota que el Protocolo de San Salvador establece que entre las medidas para garantizar 
el derecho a la salud, los Estados deben impulsar “la total inmunización contra las principales enfermedades 
infecciosas”; “la prevención y el tratamiento de las enfermedades endémicas, profesionales y de otra índole”, y 
“la satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y que por sus condiciones de pobreza 
sean más vulnerables”. Obligaciones similares establece el artículo 12(2) del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. En este marco de obligaciones se insertan diversos deberes en relación con 
el acceso a medicamentos. De acuerdo con la Observación General No. 14, el derecho al más alto nivel posible 
de salud genera algunas obligaciones básicas y mínimas, que incluyen “[f]acilitar medicamentos esenciales, 
según las definiciones periódicas que figuran en el Programa de Acción sobre Medicamentos Esenciales de  
la OMS”. 

194. El acceso a medicamentos forma parte indispensable del derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud. 
En particular, el Consejo de Derechos Humanos y la antigua Comisión de Derechos Humanos han emitido 
resoluciones que reconocen que “el acceso a la medicación en el contexto de pandemias como las de VIH/SIDA, 
tuberculosis y paludismo es uno de los elementos fundamentales para alcanzar gradualmente el ejercicio pleno 
del derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental”.

197. La Corte observa que estos estándares resaltan que el acceso a los fármacos antirretrovíricos es solo uno de los 
elementos de una respuesta eficaz para las personas que viven con VIH. En este sentido las personas que viven 
con VIH requieren un enfoque integral que comprende una secuencia continua de prevención, tratamiento, 
atención y apoyo. Una respuesta limitada al acceso a fármacos antirretrovíricos y otros medicamentos no 
cumple con las obligaciones de prevención, tratamiento, atención y apoyo derivadas del derecho al más alto nivel 
posible de salud. Estos aspectos sobre la calidad de la salud  se relacionan con la obligación estatal de “crea[r] 
entornos seguros, especialmente a las niñas, ampliando servicios de buena calidad que ofrezcan información, 
educación sobre salud y asesoramiento de forma apropiada para los jóvenes, reforzando los programas de salud 
sexual y salud reproductiva y haciendo participar, en la medida de lo posible, a las familias y los jóvenes en la 
planificación, ejecución y evaluación de programas de atención y prevención del VIH y el SIDA”123. 

198. Otro aspecto relevante en materia de derecho a la salud y asistencia sanitaria lo constituye el acceso a información 
sobre los escenarios que permitan sobrellevar en mejor forma la enfermedad. […]

216. La Corte destaca la constante situación de vulnerabilidad en que se encontraron Teresa e Iván Lluy al ser 
discriminados, aislados de la sociedad y estar condiciones económicas precarias. Aunado a lo anterior, el 

123 Asamblea General de las Naciones Unidas, Declaración política sobre el VIH y el SIHDA: intensificación de nuestro esfuerzo para eliminar el VIH y el 
SIDA (8 de julio de 2011) A/RES/65/277, párr. 43.
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contagio de Talía afectó en gran manera a toda la familia, ya que Teresa e Iván tuvieron que dedicar los mayores 
esfuerzos físicos, materiales y económicos para procurar la sobrevivencia y vida digna de Talía. Todo lo anterior 
generó un estado de angustia, incertidumbre e inseguridad permanente en la vida de Talía, Teresa e Iván Lluy.

217. En el caso concreto de Teresa Lluy, ella ha declarado que su vida cambió a raíz del contagio con VIH a Talía; al 
hacerse pública la enfermedad de Talía, la señora Lluy perdió su trabajo en la empresa en la que había trabajado 
por 10 años, de la cual fue despedida diciéndole que era “por dar mala imagen a la misma ya que [su] hija 
tenía VIH”. Después de su despido, la señora Lluy habría trabajado como empleada doméstica; sin embargo, 
“cuando [sus empleadores] reconocían quien era, [l]e decían que ya no [la] necesitaban” y en algunas ocasiones 
le reprocharon que “podía ponerles en riesgo de contagio”124. 

226. La Corte observa que si bien algunos de los aspectos en los cuales Talía y su familia sufrieron discriminación, 
no obedecieron a una actuación directa de autoridades estatales, dicha discriminación obedeció al estigma 
derivado de la condición de Talía como portadora de VIH, y fueron resultado de la falta de acciones tomadas 
por el Estado para proteger a Talía y a su familia, quienes se encontraban en una situación de vulnerabilidad. 

227. La discriminación que sufrió Talía fue resultado del estigma generado por su condición de persona viviendo 
con VIH y le trajo consecuencias a ella, a su madre y a su hermano. La Corte nota que en el presente caso 
existieron múltiples diferencias de trato hacia Talía y su familia que se derivaron de la condición de Talía de 
persona con VIH; esas diferencias de trato configuraron una discriminación que los colocó en una posición de 
vulnerabilidad que se vio agravada con el paso del tiempo. La discriminación sufrida por la familia se concretó 
en diversos aspectos como la vivienda, el trabajo y la educación.

228. En el presente caso, a pesar de la situación de particular vulnerabilidad en que se encontraban Talía, Teresa e 
Iván Lluy, el Estado no tomó las medidas necesarias para garantizarle a ella y a su familia el acceso a sus derechos 
sin discriminación, por lo que las acciones y omisiones del Estado constituyeron un trato discriminatorio en 
contra de Talía, de su madre y de su hermano. 

229. En atención de lo anterior, la Corte concluye que el Estado es responsable de la violación del derecho a la 
integridad personal, consagrado en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 
de la misma, en perjuicio de Teresa Lluy e Iván Lluy.

5.4. Obligación de otorgar asistencia básica en casos de desplazamiento

Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013. 

323. Las medidas de asistencia básicas proporcionadas por el Estado durante el período del desplazamiento fueron 
insuficientes, toda vez que las condiciones físicas y psíquicas que debieron enfrentar durante casi cuatro años no 
son acordes con estándares mínimos exigibles en este tipo de casos. El hacinamiento, la alimentación, el suministro 
y manejo del agua, así como la falta de adopción de medidas en materia de salud evidencian incumplimiento de 
las obligaciones estatales de protección con posterioridad al desplazamiento, con la consecuencia directa de la 
vulneración del derecho a la integridad personal de quienes sufrieron el desplazamiento forzado. 

324. Por ende, el Estado ha incumplido sus obligaciones de garantizar la asistencia humanitaria y un retorno seguro, 
en el marco del derecho de circulación y residencia, y la protección del derecho a la integridad personal, 
reconocidos en los artículos 22.1 y 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio de las comunidades del Cacarica que estuvieron en situación de desplazamiento 
forzado durante un período de tres a cuatro años. 

5.5. Obligación de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2)

Caso Caesar vs. Trinidad y Tobago. Sentencia 11 de marzo de 2005. 

91. Al interpretar el artículo 2 de la Convención, la Corte ha considerado que:

 [s]i los Estados tienen, de acuerdo con el artículo 2 de la Convención Americana, la obligación 
positiva de adoptar las medidas legislativas que fueren necesarias para garantizar el ejercicio de los 
derechos reconocidos por la Convención, con mayor razón están en la obligación de no expedir 

124 Escritura de declaración juramentada otorgada por Teresa Gonzales Lluy de 22 de abril de 2014 (expediente de prueba, folio 1078).
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leyes que desconozcan esos derechos u obstaculicen su ejercicio, y la de suprimir o modificar 
las que tengan estos últimos alcances.  De lo contrario, incurren en violación del artículo 2 de la 
Convención125.

92. Las violaciones del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, en perjuicio del señor Caesar, resultaron no sólo de las 
acciones y omisiones de los agentes estatales sino, primordialmente, de la existencia misma y de los términos 
de la Ley de Penas Corporales […].

93. La Corte ha declarado que dicha ley es incompatible con el artículo 5 de la Convención Americana. Una vez 
que la Convención entró en vigor para Trinidad y Tobago, el Estado debió haber adaptado su legislación de 
conformidad con las obligaciones contenidas en dicho tratado, con el fin de asegurar la más efectiva protección 
de los derechos humanos consagrados en la misma.  Es necesario reafirmar que, de conformidad con el artículo 
2 de la Convención, la obligación de adaptar la legislación interna es, por su propia naturaleza, una de resultado 
y, consecuentemente, la denuncia de la Convención por parte del Estado no puede extinguir las obligaciones 
internacionales por éste asumidas mientras el tratado se encontraba en vigencia.  Dichas obligaciones tienen 
un carácter autónomo y automático, y no dependen de ninguna declaración de los órganos de supervisión de la 
Convención respecto de una legislación interna específica.

94. Al haber declarado la incompatibilidad de la Ley de Penas Corporales con la Convención Americana, y por 
el hecho de que el Estado no derogó o de cualquier manera anuló dicha ley después de la ratificación de la 
Convención, la Corte debe declarar que Trinidad y Tobago incumplió con las obligaciones establecidas en el 
artículo 2 de la Convención, en relación con el artículo 5.1 y 5.2 de la misma.

Caso Albán Cornejo y otros. Vs. Ecuador. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2007. 

135. En el presente caso, se aduce la inexistencia o la deficiencia de normas sobre mala praxis médica.  Desde luego, 
los Estados deben adoptar las medidas necesarias, entre ellas, la emisión de normas penales y el establecimiento 
de un sistema de justicia para evitar y sancionar la vulneración de derechos fundamentales, como la vida y la 
integridad personal.  Por lo que toca a la materia penal sustantiva, ese propósito se proyecta en la inclusión de 
tipos penales adecuados sujetos a las reglas de legalidad penal, atentos a las exigencias del derecho punitivo en 
una sociedad democrática y suficientes para la protección, desde la perspectiva penal, de los bienes y valores 
tutelados. Y por lo que atañe a la materia penal procesal, es preciso disponer de medios expeditos para el acceso 
a la justicia y la plena y oportuna satisfacción de las pretensiones legítimas.

136.  La mala praxis médica suele ser considerada dentro de los tipos penales de lesiones u homicidio.  No parece 
indispensable instituir tipos específicos sobre aquélla si basta con las figuras generales y existen reglas 
pertinentes para la consideración judicial de la gravedad del delito, las circunstancias en que éste fue cometido 
y la culpabilidad del agente.  Sin embargo, corresponde al propio Estado decidir la mejor forma de resolver, en 
este campo, las necesidades de la punición, puesto que no existe acuerdo vinculante acerca de la formulación 
del tipo, como los hay en otros casos en que los elementos esenciales de la figura penal e inclusive la precisión 
de tipos autónomos se hallan previstos en instrumentos internacionales, así por ejemplo, genocidio, tortura, 
desaparición forzada, etc.

Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
octubre de 2012.

82. En razón de lo anterior, el Estado no cumplió con su obligación de garantizar los derechos a la vida y a la 
integridad personal mediante una adecuada legislación sobre el uso de la fuerza, tampoco demostró haber 
brindado capacitación y entrenamiento en la materia a los agentes encargados de hacer cumplir la ley y en 
específico a los agentes involucrados en los hechos del caso […], en contravención del deber de garantía de 
los derechos a la vida y a la integridad personal, en conexión con el artículo 1.1 y de adopción de medidas de 
derecho interno, dispuesto en el artículo 2 de la Convención. 

Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 
de noviembre de 2015.

219. En relación con el artículo 2 de la Convención Americana, el Tribunal ha indicado que el mismo obliga a 
los Estados Parte a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de la 

125 Cfr. Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. 
Serie C No. 94, párr. 113.
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Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos 
y libertades protegidos por la Convención. Es decir, los Estados no sólo tienen la obligación positiva de adoptar 
las medidas necesarias para garantizar el ejercicio de los derechos en ella consagrados, sino que también deben 
evitar promulgar aquellas normas que impidan el libre ejercicio de estos derechos, y evitar que se supriman o 
modifiquen las normas que los protegen.

222. De la lectura del artículo 6 de la Convención Interamericana contra la Tortura se desprende la obligación de 
los Estados partes de “tomar medidas efectivas para prevenir y sancionar” dichas conductas “en el ámbito de su 
jurisdicción”. Lo anterior refleja el carácter de prohibición absoluta de la tortura y los tratos crueles, inhumanos 
o degradantes en el derecho internacional […]. 

223. De una lectura literal de la norma se percibe un trato diferencial entre las figuras de tortura y otros tratos crueles 
inhumanos o degradantes, lo que se evidencia en los distintos deberes que la Convención impone a los Estados 
en relación a cada una. En el segundo párrafo del artículo 6 se impone a los Estados la obligación expresa 
de adaptar su legislación a efectos que los actos de tortura constituyan un delito tipificado en su legislación 
interna. En lo que respecta a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes se establece el deber de 
adoptar medidas para prevenir y sancionarlas, sin expresar la necesidad de establecer un delito específico a tal 
fin. De este modo, la Corte estima que la prevención y persecución de este tipo de hechos puede llevarse a cabo 
mediante la utilización de otros tipos penales no específicos, en tanto resulten idóneos.

229. De esta forma, tras considerar que no existe una obligación convencional  explícita de tipificar los tratos 
crueles, inhumanos o degradantes como un mecanismo para prevenir y sancionar dicha conducta, la Corte 
procederá a resolver: 1) si la normativa penal peruana era adecuada para prevenir los tratos crueles, inhumanos 
o degradantes y garantizar la investigación, juzgamiento y, en su caso, sanción de los responsables, y 2) si la 
aplicación de un delito menos grave por parte de las autoridades fiscales y judiciales, como por ejemplo el 
delito de lesiones o incluso abuso de autoridad, tendría impacto en la posibilidad de sancionar e investigar 
adecuadamente el delito de tortura y si eso facilitaría la aplicación de figuras tales como la prescripción y, como 
consecuencia, la impunidad. 

234. La utilización de una calificación u otra obedece a la naturaleza de los hechos investigados, dependiendo de 
si estos cumplen con los elementos propios requeridos por cada tipo. El hecho que la figura de tortura se 
reserve para casos de extrema gravedad no implica per se que un caso de lesiones sea considerado como menos 
serio, o una distinción en relación con las obligaciones de investigar, juzgar y sancionar actos que vulneren 
derechos contemplados en la Convención. Por lo contario, la equivalencia en las penas deja entrever que un 
caso catalogado como lesiones graves puede resultar igualmente relevante que uno por tortura desde el punto 
de vista punitivo. Por lo expuesto, puede concluirse que el delito de lesiones graves no viola per se la obligación 
de prevenir y sancionar los tratos crueles, inhumanos o degradantes bajo esa óptica.

239. Por todo lo anterior, la Corte no ha establecido que el Estado del Perú haya incumplido el artículo 2 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 6 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura. 

5.6. Obligación de prevención

Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006.

140. La Corte observa que si bien la masacre de Pueblo Bello ocurrida en enero de 1990 fue organizada y perpetrada 
por miembros de grupos paramilitares, aquélla no habría podido ejecutarse si hubiere existido protección 
efectiva de la población civil en una situación de riesgo razonablemente previsible por parte de miembros de las 
Fuerzas Armadas o de seguridad del Estado. Ciertamente no existen pruebas ante este Tribunal que demuestren 
que el Estado dirigiera directamente la ejecución de la masacre o que existiese un nexo entre miembros del 
Ejército y los grupos paramilitares o una delegación de funciones públicas de aquél a éstos. No obstante, la 
responsabilidad por los actos de los miembros del grupo paramilitar en este caso en particular es atribuible al 
Estado en la medida en que éste no adoptó diligentemente las medidas necesarias para proteger a la población 
civil en función de las circunstancias descritas. Por las razones expuestas en los párrafos anteriores, la Corte 
concluye que el Estado no cumplió con su obligación de garantizar los derechos humanos consagrados en los 
artículos 4, 5 y 7 de la Convención, por haber faltado a sus deberes de prevención y protección, en perjuicio de 
las personas desaparecidas y privadas de su vida en este caso.

151. A las situaciones antes descritas de falta de debida diligencia en la protección, incluso preventiva, de los habitantes 
de Pueblo Bello, y en las investigaciones abiertas al efecto, se añade que fue el propio Estado el que creó una 
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situación de riesgo que después no controló ni desarticuló […]. De tal manera, si bien los actos cometidos 
por los paramilitares contra las presuntas víctimas del presente caso son hechos cometidos por particulares, 
la responsabilidad por aquéllos actos es atribuible al Estado en razón del incumplimiento por omisión de 
sus obligaciones convencionales erga omnes de garantizar la efectividad de los derechos humanos en dichas 
relaciones interindividuales, y se ve concretada y agravada por no haber suprimido o resuelto efectivamente 
la situación de riesgo propiciada por la existencia de esos grupos y por haber continuado propiciando sus 
acciones a través de la impunidad. Por ende, el Estado es responsable por la privación arbitraria de la libertad e 
integridad personales, así como de la vida, de las 43 personas secuestradas en el corregimiento de Pueblo Bello 
el día 14 de enero de 1990 y posteriormente desaparecidas o privadas de su vida.

152. En relación con la determinación de las violaciones cometidas en el presente caso, ha sido probado que las 
43 personas fueron arbitrariamente privadas de su libertad; que seis de ellas fueron privadas de su vida y que 
las otras 37 se encuentran desaparecidas. Ciertamente no existe prueba de los actos específicos a que fueron 
sometidas cada una de esas personas antes de ser privadas de su vida o desaparecidas. No obstante, el propio 
modus operandi de los hechos del caso y las graves faltas a los deberes de investigación permiten inferir que 
las personas secuestradas fueron objeto de tortura o graves tratos crueles, inhumanos o degradantes, pues ha 
sido probado que a algunos de ellos les cortaron las venas, las orejas, los órganos genitales y les “chuzaron” los 
ojos, incluso habrían sido “golpeados a patadas y puñetazos” hasta su muerte […]. En la menos cruel de las 
situaciones, fueron sometidas a graves actos contrarios a la integridad personal al presenciar los actos proferidos 
contra otras personas y sus homicidios, lo cual les hizo prever su fatal destino. De tal manera, sería incoherente 
limitar la determinación de los actos contrarios a la integridad personal a sólo algunas de las presuntas víctimas. 

153. Las anteriores consideraciones llevan a la Corte a concluir que, por haber faltado a sus deberes de prevención, 
protección e investigación, el Estado tiene responsabilidad por la violación de los derechos a la vida, a la 
integridad personal y a la libertad personal, consagrados en los artículos 4.1, 5.1, 5.2, 7.1 y 7.2 de la Convención, 
en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en razón del incumplimiento de sus obligación de garantizar 
esos derechos, […].

Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006.

137. La Corte ya señaló que de la obligación general de garantía de los derechos a la vida y a la integridad física, 
nacen deberes especiales de protección y prevención, los cuales, en el presente caso, se traducen en deberes de 
cuidar y de regular.

141. El Tribunal ha establecido que el deber de los Estados de regular y fiscalizar las instituciones que prestan 
servicio de salud, como medida necesaria para la debida protección de la vida e integridad de las personas bajo 
su jurisdicción, abarca tanto a las entidades públicas y privadas que prestan servicios públicos de salud, como 
aquellas instituciones que se dedican exclusivamente a servicios privados de salud (supra párrs. 89 y 90).  En 
particular, respecto de las instituciones que prestan servicio público de salud, tal y como lo hacía la Casa de 
Reposo Guararapes, el Estado no sólo debe regularlas y fiscalizarlas, sino que además tiene el especial deber de 
cuidado en relación con las personas ahí internadas. 

142. En el presente caso la Casa de Reposo Guararapes operaba en el marco del sistema público de salud, y el Estado 
estaba obligado a regularla y fiscalizarla, no sólo en virtud de sus obligaciones derivadas de la Convención 
Americana, sino también en razón de su normativa interna.  Según lo dispuesto en el artículo 197 de la 
Constitución, “son de relevancia pública las acciones y servicios de salud, y cabe al poder público disponer, 
de acuerdo con la ley, sobre su reglamentación, fiscalización y control [...]”.  Asimismo, el artículo 200 de la 
Constitución señala que “al [S]istema [Ú]nico de [S]alud compete […] controlar y fiscalizar procedimientos [... 
y] ejecutar las acciones de vigilancia sanitaria[...]”.  A su vez, el artículo 6° de la Ley No. 8.080 de 1990 dispone 
que “[e]stán incluidas en el campo de actuación del Sistema Único de Salud (SUS), [inter alia,] la ejecución 
de acciones […tanto] de vigilancia sanitaria, [la cual] se comprende por un conjunto de acciones capaz de 
eliminar, disminuir o prevenir riesgos a la salud y de intervenir en los problemas sanitarios decurrentes […] de 
la prestación de servicios de interés de la salud, [así como] el control y la fiscalización de servicios, productos y 
substancias de interés de la salud [...].”

143. El Tribunal observa que el Estado conocía las condiciones de internación que la Casa de Reposo Guararapes 
ofrecía en la época de los hechos. La violencia en contra de sus pacientes ya había sido el contexto de la muerte 
de dos personas internadas en dicho hospital [...]. Además, el 15 de mayo de 1996 el Grupo de Acompañamiento 
de Asistencia Psiquiátrica del Ministerio de Salud (GAP) había emitido un informe sobre el resultado de la 
inspección realizada en la Casa de Reposo Guararapes, en el cual se recomendó el cierre de dos enfermerías del 
hospital, por falta de condiciones de funcionamiento, infiltración y otras irregularidades [...].
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144. La Corte observa que fue hasta el 21 de octubre de 1999 que los funcionarios del Departamento de Vigilancia 
Sanitaria de la Secretaría de Salud y Asistencia Social realizaron una inspección en la Casa de Reposo 
Guararapes para averiguar si el hospital obedecía las especificaciones de la normativa pertinente.  Además, 
hasta el 4 de noviembre de 1999 la Coordinadora de Control, Evaluación y Auditoría y el Médico Auditor del 
Sistema Municipal de Auditoria, visitaron la Casa de Reposo Guararapes.  Coincidentemente, los tres órganos 
concluyeron que el hospital no cumplía con las exigencias de la normativa pertinente y recomendaron que se 
arreglaran de inmediato las irregularidades [...].

146. El Estado tiene responsabilidad internacional por incumplir, en el presente caso, su deber de cuidar y de 
prevenir la vulneración de la vida y de la integridad personal, así como su deber de regular y fiscalizar la 
atención médica de salud, los que constituyen deberes especiales derivados de la obligación de garantizar los 
derechos consagrados en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana.

Caso Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2006

266.  […]. Los artículos 1, 6 y 8 de dicho tratado [Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura] 
obligan a los Estados Partes a adoptar todas las medidas efectivas para prevenir y sancionar todos los actos de 
tortura dentro del ámbito de su jurisdicción.

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 

243. La Corte reitera que no basta que los Estados se abstengan de violar los derechos, sino que es imperativa la 
adopción de medidas positivas, determinables en función de las particulares necesidades de protección del 
sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que se encuentre.

252. La Corte ha establecido que el deber de prevención abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, 
administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren que las 
eventuales violaciones a los mismos sean efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, 
como tal, es susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a 
las víctimas por sus consecuencias perjudiciales. Es claro, a su vez, que la obligación de prevenir es de medio o 
comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el mero hecho de que un derecho haya sido violado.

253. La Convención Belém do Pará define la violencia contra la mujer […] y en su artículo 7.b obliga a los Estados 
Partes a utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia. 

254. Desde 1992 el CEDAW estableció que “los Estados también pueden ser responsables de actos privados si no 
adoptan medidas con la diligencia debida para impedir la violación de los derechos o para investigar y castigar 
los actos de violencia e indemnizar a las víctimas”126. En 1993 la Declaración sobre la eliminación de la violencia 
contra la mujer de la Asamblea General de las Naciones Unidas instó a los Estados a “[p]roceder con la debida 
diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación nacional, castigar todo acto de violencia contra 
la mujer, ya se trate de actos perpetrados por el Estado o por particulares”127 y lo mismo hizo la Plataforma de 
Acción de la Conferencia Mundial sobre la Mujer de Beijing. En el 2006 la Relatora Especial sobre violencia 
contra la mujer de la ONU señaló que “[t]omando como base la práctica y la opinio juris […] se puede concluir 
que hay una norma del derecho internacional consuetudinario que obliga a los Estados a prevenir y responder 
con la debida diligencia a los actos de violencia contra la mujer”128.

255. En el caso Maria Da Penha Vs. Brasil (2000), presentado por una víctima de violencia doméstica, la Comisión 
Interamericana aplicó por primera vez la Convención Belém do Pará y decidió que el Estado había menoscabado 
su obligación de ejercer la debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia doméstica, al no 
condenar y sancionar al victimario durante quince años pese a las reclamaciones oportunamente efectuadas. 
La Comisión concluyó que dado que la violación forma parte de un “patrón general de negligencia y falta de 
efectividad del Estado”, no sólo se violaba la obligación de procesar y condenar, sino también la de prevenir 
estas prácticas degradantes.

256. De otra parte, la Relatoría Especial sobre la violencia contra la mujer de la ONU ha proporcionado directrices 
sobre qué medidas deben tomar los Estados para cumplir con sus obligaciones internacionales de debida 

126 Cfr. CEDAW, Recomendación general 19: La Violencia contra la Mujer, 11° período de sesiones, 1992, U.N. Doc. HRI\GEN\1\Rev.1 at 84 (1994), párr. 9.
127 Cfr. Naciones Unidas, Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer. Resolución de la Asamblea General 48/104 del 20 de diciembre 

de 1993. A/RES/48/104, 23 de febrero de 1994, artículo 4.c.
128 Informe de la Relatora Especial sobre violencia contra la mujer, […].
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diligencia en cuanto a prevención, a saber: ratificación de los instrumentos internacionales de derechos 
humanos; garantías constitucionales sobre la igualdad de la mujer; existencia de leyes nacionales y sanciones 
administrativas que proporcionen reparación adecuada a las mujeres víctimas de la violencia; políticas o 
planes de acción que se ocupen de la cuestión de la violencia contra la mujer; sensibilización del sistema de 
justicia penal y la policía en cuanto a cuestiones de género, accesibilidad y disponibilidad de servicios de apoyo; 
existencia de medidas para aumentar la sensibilización y modificar las políticas discriminatorias en la esfera de 
la educación y en los medios de información, y reunión de datos y elaboración de estadísticas sobre la violencia 
contra la mujer.

258. De todo lo anterior, se desprende que los Estados deben adoptar medidas integrales para cumplir con la debida 
diligencia en casos de violencia contra las mujeres. En particular, deben contar con un adecuado marco jurídico 
de protección, con una aplicación efectiva del mismo y con políticas de prevención y prácticas que permitan 
actuar de una manera eficaz ante las denuncias. La estrategia de prevención debe ser integral, es decir, debe 
prevenir los factores de riesgo y a la vez fortalecer las instituciones para que puedan proporcionar una respuesta 
efectiva a los casos de violencia contra la mujer. Asimismo, los Estados deben adoptar medidas preventivas en 
casos específicos en los que es evidente que determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas de violencia. 
Todo esto debe tomar en cuenta que en casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de 
las obligaciones genéricas contenidas en la Convención Americana, una obligación reforzada a partir de la 
Convención Belém do Pará. La Corte pasará ahora a analizar las medidas adoptadas por el Estado hasta la fecha 
de los hechos del presente caso para cumplir con su deber de prevención.

279. A pesar de que el Estado tenía pleno conocimiento del riesgo que corrían las mujeres de ser objeto de violencia, 
no demostró haber adoptado medidas efectivas de prevención antes de noviembre de 2001 que redujeran los 
factores de riesgo para las mujeres. Aunque el deber de prevención sea uno de medio y no de resultado […], el 
Estado no ha demostrado que la creación de la FEIHM y algunas adiciones a su marco legislativo, por más que 
fueran necesarias y demuestren un compromiso estatal, fueran suficientes y efectivas para prevenir las graves 
manifestaciones de la violencia contra la mujer que se vivía en Ciudad Juárez en la época del presente caso.

280. Ahora bien, conforme a jurisprudencia de la Corte es claro que un Estado no puede ser responsable por 
cualquier violación de derechos humanos cometida entre particulares dentro de su jurisdicción. En efecto, las 
obligaciones convencionales de garantía a cargo de los Estados no implican una responsabilidad ilimitada de 
los Estados frente a cualquier acto o hecho de particulares, pues sus deberes de adoptar medidas de prevención 
y protección de los particulares en sus relaciones entre sí se encuentran condicionados al conocimiento 
de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de individuos determinado y a las 
posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo. Es decir, aunque un acto u omisión de un particular 
tenga como consecuencia jurídica la violación de determinados derechos humanos de otro particular, aquél no 
es automáticamente atribuible al Estado, pues debe atenderse a las circunstancias particulares del caso y a la 
concreción de dichas obligaciones de garantía.

282. Sobre el primer momento –antes de la desaparición de las víctimas- la Corte considera que la falta de prevención 
de la desaparición no conlleva per se la responsabilidad internacional del Estado porque, a pesar de que éste tenía 
conocimiento de una situación de riesgo para las mujeres en Ciudad Juárez, no ha sido establecido que tenía 
conocimiento de un riesgo real e inmediato para las víctimas de este caso. Aunque el contexto en este caso y sus 
obligaciones internacionales le imponen al Estado una responsabilidad reforzada con respecto a la protección 
de mujeres en Ciudad Juárez, quienes se encontraban en una situación de vulnerabilidad, especialmente las 
mujeres jóvenes y humildes, no le imponen una responsabilidad ilimitada frente a cualquier hecho ilícito en 
contra de ellas. Finalmente, la Corte no puede sino hacer presente que la ausencia de una política general que 
se hubiera iniciado por lo menos en 1998 –cuando la CNDH advirtió del patrón de violencia contra la mujer en 
Ciudad Juárez-, es una falta del Estado en el cumplimiento general de su obligación de prevención.

283. En cuanto al segundo momento –antes del hallazgo de los cuerpos- el Estado, dado el contexto del caso, tuvo 
conocimiento de que existía un riesgo real e inmediato de que las víctimas fueran agredidas sexualmente, 
sometidas a vejámenes y asesinadas. La Corte considera que ante tal contexto surge un deber de debida diligencia 
estricta frente a denuncias de desaparición de mujeres, respecto a su búsqueda durante las primeras horas y 
los primeros días. Esta obligación de medio, al ser más estricta, exige la realización exhaustiva de actividades 
de búsqueda. En particular, es imprescindible la actuación pronta e inmediata de las autoridades policiales, 
fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas y necesarias dirigidas a la determinación del paradero de las 
víctimas o el lugar donde puedan encontrarse privadas de libertad. Deben existir procedimientos adecuados 
para las denuncias y que éstas conlleven una investigación efectiva desde las primeras horas. Las autoridades 
deben presumir que la persona desaparecida está privada de libertad y sigue con vida hasta que se ponga fin a 
la incertidumbre sobre la suerte que ha corrido.
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284. México no demostró haber adoptado las medidas razonables, conforme a las circunstancias que rodeaban a los 
casos, para encontrar a las víctimas con vida. El Estado no actuó con prontitud dentro de las primeras horas y 
días luego de las denuncias de desaparición, dejando perder horas valiosas. En el período entre las denuncias y 
el hallazgo de los cuerpos de las víctimas, el Estado se limitó a realizar formalidades y a tomar declaraciones que, 
aunque importantes, perdieron su valor una vez éstas no repercutieron en acciones de búsqueda específicas. 
Además, las actitudes y declaraciones de los funcionarios hacia los familiares de las víctimas que daban a 
entender que las denuncias de desaparición no debían ser tratadas con urgencia e inmediatez llevan al Tribunal 
razonablemente a concluir que hubo demoras injustificadas luego de las presentaciones de las denuncias de 
desaparición. Todo esto demuestra que el Estado no actuó con la debida diligencia requerida para prevenir 
adecuadamente las muertes y agresiones sufridas por las víctimas y que no actuó como razonablemente era de 
esperarse de acuerdo a las circunstancias del caso para poner fin a su privación de libertad. Este incumplimiento 
del deber de garantía es particularmente serio debido al contexto conocido por el Estado -el cual ponía a las 
mujeres en una situación especial de vulnerabilidad- y a las obligaciones reforzadas impuestas en casos de 
violencia contra la mujer por el artículo 7.b de la Convención Belém do Pará.

285. Además, la Corte considera que el Estado no demostró haber adoptado normas o implementado las medidas 
necesarias, conforme al artículo 2 de la Convención Americana y al artículo 7.c de la Convención Belém do Pará, 
que permitieran a las autoridades ofrecer una respuesta inmediata y eficaz ante las denuncias de desaparición 
y prevenir adecuadamente la violencia contra la mujer. Tampoco demostró haber adoptado normas o tomado 
medidas para que los funcionarios responsables de recibir las denuncias tuvieran la capacidad y la sensibilidad 
para entender la gravedad del fenómeno de la violencia contra la mujer y la voluntad para actuar de inmediato.

Caso Familia Barrios vs. Venezuela. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. 

124. En este caso, el Estado tenía pleno conocimiento del riesgo que corrían los referidos miembros de la familia 
Barrios, tanto por efecto de las denuncias y medidas de protección solicitadas y ordenadas a nivel interno, como 
en virtud de las medidas cautelares y provisionales ordenadas por los órganos del Sistema Interamericano. 
Como beneficiarios de medidas cautelares y provisionales dispuestas por la Comisión y por la Corte, y del 
consecuente riesgo a su vida resultante de las amenazas y hechos de violencia ocurridos en contra de ellos 
mismos y de sus familiares, el deber de diligencia estatal para prevenir la vulneración de sus derechos adquirió 
un carácter especial y más estricto respecto de los señores Luis Alberto Barrios, Oscar José Barrios, Wilmer José 
Flores Barios, Néstor Caudi Barrios y Juan José Barrios. Esta obligación de medio, al ser más estricta, exigía la 
actuación pronta e inmediata de los órganos estatales ordenando medidas oportunas y necesarias dirigidas a la 
determinación de los responsables de las amenazas y de los crímenes acontecidos en el mismo contexto.

Caso Uzcátegui y otros Vs. Venezuela. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 3 de septiembre de 2012129.

186. Por otro lado, según fue señalado, entre finales de 2002 y comienzos de 2003, Luís Uzcátegui tuvo que cambiar 
a menudo de domicilio y trasladarse fuera del estado Falcón, en razón de las amenazas y actos de hostigamiento 
recibidos […]. 

189. En este caso, el señor Uzcátegui fue mantenido en una situación de incertidumbre, inseguridad e intimidación 
por la existencia de un proceso penal en su contra, en atención al alto cargo que ocupaba quien presentó la 
querella, señalado a su vez en dichas expresiones como uno de los presuntos responsables de los hechos, en el 
referido contexto y ante los actos de amenaza, hostigamiento y detenciones ilegales. Así, el proceso penal pudo 
haber generado un efecto intimidador o inhibidor en el ejercicio de su libertad de expresión, contrario a la 
obligación estatal de garantizar el libre y pleno ejercicio de este derecho en una sociedad democrática. 

191. En consecuencia, la Corte considera que el Estado no ha demostrado haber realizado acciones suficientes y 
efectivas para prevenir los actos de amenazas y hostigamiento contra Luis Enrique Uzcátegui, en el contexto 
particular del estado Falcón de aquel entonces. Por tanto, la Corte considera que el Estado no cumplió con su 
deber de adoptar las medidas necesarias y razonables para garantizar efectivamente los derechos a la integridad 
personal y a la libertad de pensamiento y expresión del señor Luis Enrique Uzcátegui, incumpliendo así 

129 Los hechos del presente caso se contextualizan en una época donde ocurrían ejecuciones extrajudiciales y otros abusos por parte de las fuerzas policiales, 
en particular por las policías estaduales y municipales. El 1 de enero de 2001, Néstor José Uzcátegui, estudiante de 21 años de edad, fue disparado dos 
veces por parte de fuerzas policiales quienes allanaron su casa. Fue trasladado a un hospital donde falleció horas después. En el marco del operativo 
llevado a cabo el 1 de enero de 2001 en la residencia de la familia Uzcátegui, Luis Enrique Uzcátegui y Carlos Eduardo Uzcátegui, éste de 17 años de edad, 
fueron detenidos y trasladados por funcionarios policiales en una unidad de la Policía hasta la sede de la Comandancia de las Fuerzas Armadas Policiales 
del estado Falcón, donde se le habría tomado declaración a Luis Enrique Uzcátegui y donde permanecieron hasta el día 2 de enero de 2001. Luego de 
ello Luis Enrique Uzcátegui y otros familiares fueron sujero a amenazas y hechos de hostigamientos. A pesar de los recursos judiciales interpuestos en 
relación con los hechos descritos no se realizaron las investigaciones necesarias ni se identificaron y sancionaron a los responsables. 
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la obligación consagrada los artículos 5.1 y 13.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de dicho 
instrumento.

Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de mayo de 2014130. 

147. Teniendo en cuenta lo narrado en la denuncia presentada por la señora Franco Sandoval, considerando también 
que María Isabel era una niña y que, como fue señalado […], el momento de los hechos se insertaba en un lapso 
en que la evolución de la violencia homicida por año crecía en Guatemala en forma superior al crecimiento 
poblacional, la Corte colige que las autoridades estatales debieron tener lo denunciado por Rosa Elvira Franco 
como una indicación de la probable vulneración de los derechos de la niña. Si bien la citada denuncia no indicó 
explícitamente que María Isabel había sido víctima de un acto ilícito, resultaba razonable desprender que se 
encontraba en riesgo. Este Tribunal entiende que, en el marco de la debida diligencia estricta que debe observar 
el Estado en la garantía de los derechos a la vida e integridad personal de las niñas […], en las circunstancias del 
caso, los señalamientos efectuados por Rosa Elvira Franco debían tomarse en cuenta, a efectos de la realización 
de acciones de prevención, como una noticia de la posibilidad cierta de que María Isabel sufriera atentados en 
su contra. 

5.7. Obligación especial de protección

Caso Ximenes Lopes vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. 

137. La Corte ya señaló que de la obligación general de garantía de los derechos a la vida y a la integridad física, 
nacen deberes especiales de protección y prevención, los cuales, en el presente caso, se traducen en deberes de 
cuidar y de regular.

138. Con la finalidad de determinar las obligaciones del Estado en relación con las personas que padecen de una 
discapacidad mental, la Corte estima necesario tomar en cuenta, en primer lugar, la posición especial de garante 
que asume el Estado con respecto a personas que se encuentran bajo su custodia o cuidado, a quienes el Estado 
tiene la obligación positiva de proveer las condiciones necesarias para desarrollar una vida digna.  

139. En segundo lugar, el Tribunal considera que lo anterior se aplica de forma especial a las personas que se 
encuentran recibiendo atención médica, ya que la finalidad última de la prestación de servicios de salud es 
la mejoría de la condición de salud física o mental del paciente, lo que incrementa significativamente las 
obligaciones del Estado, y le exige la adopción de las medidas disponibles y necesarias para impedir el deterioro 
de la condición del paciente y optimizar su salud.

140. Finalmente, los cuidados de que son titulares todas las personas que se encuentran recibiendo atención médica, 
alcanzan su máxima exigencia cuando se refieren a pacientes con discapacidad mental, dada su particular 
vulnerabilidad cuando se encuentran en instituciones psiquiátricas.

130 El 17 de diciembre de 2001, a las 16:00 horas, Rosa Elvira Franco Sandoval denunció ante la Policía Nacional Civil la desaparición de su hija, quien había 
salido de su casa hacia su trabajo a las 8:00 horas del día anterior y no había regresado. María Isabel tenía en ese momento 15 años de edad, y vivía con 
su madre, sus dos hermanos y abuelos. No se acreditó ante la Corte IDH que luego de la denuncia, dependencias o funcionarios realizaran acciones de 
búsqueda de la niña. El 18 de diciembre de 2001, a partir de una llamada anónima, se encontró un cadáver. El mismo día, la señora Franco Sandoval, 
luego de ver por televisión noticias sobre lo anterior, acudió a la morgue e identificó el cuerpo, indicando que era el de su hija María Isabel. Luego se 
estableció que la causa de la muerte había sido un “[t]rauma de cráneo […] producid[o por] arma blanca”. De acuerdo con la información allegada a 
la Corte IDH, la investigación de los hechos, iniciada a partir del hallazgo del cuerpo, no había concluido y no derivó en la identificación de posibles 
responsables. El Estado reconoció que un conflicto de competencia sustanciado entre el 11 de marzo y el 21 de noviembre de 2002 generó un atraso en la 
investigación. También aceptó, como falta de diligencia, la omisión de aplicación de una media cautelar en relación a una persona sospechosa, pese a la 
sugerencia de los investigadores efectuada el 20 de febrero de 2002. Cuando se pretendió ubicar de nuevo el paradero de esa persona, cuatro años después, 
no fue posible hacerlo. Además, en los primeros momentos de la investigación se presentaron diversas irregularidades, a saber: a) falta de aseguramiento 
del lugar del hallazgo del cadáver; b) falta de rigurosidad en la inspección ocular; c) deficiencias en la elaboración del acta de levantamiento del cadáver; 
d) traslado inadecuado del cadáver; e) recolección inadecuada de las evidencias y su manejo indebido; f) omisión de aseguramiento de la cadena de 
custodia de las evidencias, y g) necropsia incompleta. El Estado aceptó que “no se hicieron, o no se hicieron correctamente [… ciertos exámenes] y la 
propia necropsia”. Asimismo, luego de tales momentos iniciales, el “allanamiento” a un inmueble en la dirección suministrada por el informante anónimo 
el 18 de diciembre de 2001 se realizó después de más de un año y medio de esa fecha, y el análisis de las llamadas telefónicas correspondientes al teléfono 
celular que tenía María Isabel fue considerado después más de tres años de contar con la información. El Tribunal constató además que, durante todo 
el tiempo que lleva la investigación, hubo períodos prolongados en que se omitió la realización de diligencias sustantivas de investigación. Aunado a lo 
expuesto, las autoridades omitieron recabar pruebas pertinentes para determinar la violencia sexual, o las realizaron tardíamente. Al respecto, tal como 
reconoció el Estado, en el momento de los hechos, no había legislación ni procedimientos específicos para investigar casos de violencia contra la mujer. 
En algunos informes de la investigación, se hizo referencia explícita a la forma de vestir de María Isabel, a su vida social y nocturna, a sus creencias 
religiosas, así como a la falta de preocupación o vigilancia por parte de su familia. Los hechos del caso sucedieron en un contexto de aumento de la 
violencia homicida contra las mujeres en Guatemala, en el que la existencia de homicidios por razones de género no era excepcional. Para diciembre de 
2001, así como en los años siguientes, Guatemala presentaba un alto índice de impunidad general, en cuyo marco la mayoría de los actos violentos que 
conllevaban la muerte de mujeres quedaban impunes.
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146. El Estado tiene responsabilidad internacional por incumplir, en el presente caso, su deber de cuidar y de 
prevenir la vulneración de la vida y de la integridad personal, así como su deber de regular y fiscalizar la 
atención médica de salud, los que constituyen deberes especiales derivados de la obligación de garantizar los 
derechos consagrados en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana.

Caso Familia Barrios vs. Venezuela. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. 

85. Asimismo, la obligación del Estado de respetar los derechos a la libertad y a la integridad de toda persona bajo 
su jurisdicción presenta modalidades especiales en el caso de niños, como se desprende de las normas sobre 
protección a los niños establecidas en la Convención Americana y en la Convención sobre los Derechos del 
Niño; y se transforma en una obligación de “prevenir situaciones que pudieran conducir, por acción u omisión, 
a la afectación de aquél”131. En ese sentido, la Corte ha señalado que conforme a su jurisprudencia y otros 
instrumentos internacionales, la detención de niños “debe ser excepcional y por el período más breve posible” 
[…]. Al respecto, el Tribunal observa que Rigoberto Barrios, Oscar José Barrios y Jorge Antonio Barrios Ortuño 
eran niños al momento de los hechos, de modo que las detenciones, agresiones y amenazas de las cuales fueron 
víctimas revistieron de mayor gravedad y se manifestaron incluso en su forma más extrema, al ser éstas amenazas 
de muerte. En consecuencia, la Corte considera que el Estado violó el derecho a la protección especial por su 
condición de niños, de Rigoberto Barrios, Oscar José Barrios y Jorge Antonio Barrios Ortuño, consagrado en el 
artículo 19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.

Caso Díaz Peña Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de junio 
de 2012. 

137. Asimismo, la Corte ha señalado que, de las obligaciones generales de respetar y garantizar los derechos que 
establece el artículo 1.1 de la Convención Americana, derivan deberes especiales determinables en función 
de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la 
situación específica en que se encuentre. Así, el Estado tiene el deber de proporcionar a los detenidos revisión 
médica regular y atención y tratamiento adecuados cuando así se requiera. El Principio 24 del Conjunto de 
Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión 
determina que “[s]e ofrecerá a toda persona detenida o presa un examen médico apropiado con la menor 
dilación posible después de su ingreso en el lugar de detención o prisión y, posteriormente, esas personas 
recibirán atención y tratamiento médico cada vez que sea necesario. Esa atención y ese tratamiento serán 
gratuitos”132. La atención por parte de un médico que no tenga vínculos con las autoridades penitenciarias 
o de detención es una importante salvaguardia en contra de la tortura y malos tratos, físicos o mentales, de 
las personas privadas de libertad. En este sentido, la falta de atención médica adecuada a una persona que se 
encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría considerarse violatoria del artículo 5.1 y 5.2 
de la Convención dependiendo de las circunstancias concretas de la persona en particular, tales como su estado 
de salud o el tipo de dolencia que padece, el lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos y mentales 
acumulativos y, en algunos casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros.

Caso Furlan y Familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
31 de agosto de 2012.

269. El Tribunal ha hecho referencia a la situación agravada de vulnerabilidad de Sebastián Furlan, por ser menor de 
edad con discapacidad viviendo en una familia de bajos recursos económicos, razón por la cual correspondía 
al Estado el deber de adoptar todas las medidas adecuadas y necesarias para enfrentar dicha situación. En 
efecto, ha sido precisado el deber de celeridad en los procesos civiles analizados, de los cuales dependía una 
mayor oportunidad de rehabilitación. Además, la Corte concluyó que era necesaria la debida intervención del 
asesor de menores e incapaces o una aplicación diferenciada de la ley que reguló las condiciones de ejecución 
de la sentencia, como medidas que permitieran remediar de algún modo las situaciones de desventaja en las 
que se encontraba Sebastián Furlan. Estos elementos demuestran que existió una discriminación de hecho 
asociada a las violaciones de garantías judiciales, protección judicial y derecho a la propiedad ya declaradas. 
Además, teniendo en cuenta los hechos reseñados en el capítulo sobre la afectación jurídica producida a 
Sebastián Furlan en el marco del proceso civil […], así como el impacto que la denegación al acceso a la justicia 
tuvo en la posibilidad de acceder a una adecuada rehabilitación y atención en salud […], la Corte considera 

131 Cfr. Caso Bulacio Vs. Argentina, párr. 138, y Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, 
párr. 171.

132 Naciones Unidas, Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, Adoptados 
por la Asamblea General en su Resolución 43/173, 09 de diciembre de 1988, Principio 24. Ver también la Regla 24 de las Reglas Mínimas de las Naciones 
Unidas para el Tratamiento de Reclusos.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/qg4JKs



81

INTEGRIDAD PERSONAL

que se encuentra probada, a su vez, la vulneración del derecho a la integridad personal. En consecuencia, la 
Corte declara que el Estado incumplió su obligación de garantizar, sin discriminación, el derecho de acceso 
a la justicia y el derecho a la integridad personal en los términos de los artículos 5.1, 8.1, 21, 25.1 y 25.2.c, en 
relación con los artículos 1.1 y 19 de la Convención Americana en perjuicio de Sebastián Claus Furlan. 

Caso Vélez Restrepo y Familiares Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 3 de septiembre de 2012.

194. Al respecto, la Corte considera importante indicar que los Estados tienen la obligación de adoptar medidas 
especiales de prevención y protección de los periodistas sometidos a un riesgo especial por el ejercicio de su 
profesión.  Con respecto a las medidas de protección, la Corte destaca que los Estados tienen el deber de brindar 
medidas de protección a la vida y la integridad de los periodistas que estén sometidos a ese riesgo especial por 
factores tales como el tipo de hechos que cubren, el interés público de la información que difunden o la zona 
a la cual deben acceder para cumplir con su labor, así como también a aquellos que son objeto de amenazas 
en relación con la difusión de esa información o por denunciar o impulsar la investigación de violaciones que 
sufrieron o de las que se enteraron en el ejercicio de su profesión. Los Estados deben adoptar las medidas de 
protección necesarias para evitar los atentados la vida e integridad de los periodistas bajo tales condiciones.

195. Tomando en cuenta el contexto descrito y la situación particular del señor Vélez Restrepo, la Corte considera 
que con anterioridad al 6 de octubre de 1997 aquel claramente se encontraba en una situación de riesgo 
real e inmediato a su integridad personal, así como también los miembros de su familia. La Corte valora 
primordialmente que se trataba de un periodista que buscó y difundió información de interés público […], 
que fue agredido por militares cuando estaba obteniendo tal información y que, con posterioridad a ello, 
estaba siendo objeto de amenazas y hostigamientos. La Corte ha expuesto que existían motivos razonables 
para presumir que estos últimos hechos podían estar vinculados con sus acciones en la búsqueda de que se 
investigara y sancionara a los responsables de tal agresión. Además, las declaraciones públicas de dos ministros 
afirmando que la agresión contra el señor Vélez Restrepo era un hecho que no sería tolerado por el gobierno 
y que debía ser sancionado […] podrían haber incidido en los perpetradores de las amenazas por temer que 
podrían ser investigados y sancionados.

Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013. 

323. Las medidas de asistencia básicas proporcionadas por el Estado durante el período del desplazamiento fueron 
insuficientes, toda vez que las condiciones físicas y psíquicas que debieron enfrentar durante casi cuatro años no 
son acordes con estándares mínimos exigibles en este tipo de casos. El hacinamiento, la alimentación, el suministro 
y manejo del agua, así como la falta de adopción de medidas en materia de salud evidencian incumplimiento de 
las obligaciones estatales de protección con posterioridad al desplazamiento, con la consecuencia directa de la 
vulneración del derecho a la integridad personal de quienes sufrieron el desplazamiento forzado. 

324. Por ende, el Estado ha incumplido sus obligaciones de garantizar la asistencia humanitaria y un retorno seguro, 
en el marco del derecho de circulación y residencia, y la protección del derecho a la integridad personal, 
reconocidos en los artículos 22.1 y 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio de las comunidades del Cacarica que estuvieron en situación de desplazamiento 
forzado durante un período de tres a cuatro años. 

Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 
de noviembre de 2015.

114. Previamente se determinó […] que los hechos del presente caso se enmarcan en un contexto de casos de 
maltratos físicos y psicológicos en el ámbito del servicio militar provenientes de una arraigada cultura de 
violencia y abusos en aplicación de la disciplina y la autoridad militar. A su vez, las partes argumentan —y 
en ese aspecto no existe controversia— que el Estado ostenta un deber especial de garante de los derechos de 
las personas que prestan servicio militar, ya que éstos se encuentran bajo su “custodia”. Por otra parte, existe 
controversia entre las partes en cuanto a si el señor Valdemir Quispialaya fue sometido a un acto que podría ser 
definido como tortura durante su servicio militar, particularmente, durante una práctica de tiro, en la cual fue 
agredido por el Suboficial Hilaquita Quispe con la culata de un arma reglamentaria (FAL) en el ojo derecho, lo 
que contribuyó a que el señor Quispialaya perdiera la visión del mismo. 

119. La situación diferenciada bajo la cual se presta el servicio militar conlleva una restricción o limitación a los 
derechos y libertades de los reclutas, generando con ello no propiamente una privación de libertad, pero una 
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situación en la que el Estado es el garante y custodio de los individuos sometidos a ese régimen. En ese sentido 
se pronunció el Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas: 

los Estados Partes deben prohibir, impedir y castigar los actos de tortura y los malos tratos en todas las situaciones de 
privación o de limitación de libertad, por ejemplo, en las cárceles, los hospitales, las escuelas, las instituciones 
que atienden a niños, personas de edad, enfermos mentales o personas con discapacidades, así como durante el 
servicio militar y en otras instituciones y situaciones en que la pasividad del Estado propicia y aumenta el riesgo 
de daños causados por particulares133 .

120. Respecto de la situación específica de los militares y la necesidad de contar con medidas para prevenir la 
ocurrencia de tortura y tratos crueles, inhumanos o degradantes el Tribunal Europeo ha afirmado que: 

 el Estado tiene el deber de garantizar que una persona realice el servicio militar en condiciones 
compatibles con el respeto por su dignidad humana, que los procedimientos y métodos de 
entrenamiento militar no sujeten el individuo a angustia o sufrimiento de una intensidad que 
exceda el nivel inevitable de rigor inherente a la disciplina militar y que, dadas las demandas 
prácticas de ese servicio, su salud y bienestar estén adecuadamente protegidos, entre otros, a través 
de la provisión de asistencia médica requerida134 .

121. Por otra parte, la Corte tiene presente lo señalado por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre la 
naturaleza, las características y las necesidades particulares del servicio militar y sus efectos en la situación 
personal de sus miembros. En este sentido, reconoció que algunos de sus derechos humanos pueden ser objeto 
de limitaciones mayores que en el caso de los civiles. Además, “al incorporarse al Ejército, los miembros de las 
fuerzas armadas se ciñen voluntariamente a un sistema de disciplina militar y a las limitaciones a los derechos 
y libertades que implica este sistema”135. Por otra parte, el servicio militar acuartelado no representa, en sí 
mismo, una privación de libertad. Para la Corte, de ello también surge que algunas limitaciones a la libertad de 
movimiento al interior de las fuerzas armadas son justificadas en las demandas específicas del servicio, lo que 
no significa una privación de libertad. El acuartelamiento, por ejemplo, no puede ser caracterizado como una 
privación de libertad o una situación de custodia pues se trata de un medio de control propio de las fuerzas 
armadas. El Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas se pronunció en ese sentido recientemente, en 
su Observación General No. 35:
 

 […] Durante un período de servicio militar, restricciones que equivaldrían a una privación de 
libertad en el caso de un civil pueden no constituir tal privación si no van más allá de las exigencias 
del servicio militar normal ni se apartan de las condiciones de vida normales de las fuerzas armadas 
del Estado parte en cuestión. 

La privación de la libertad personal se hace sin el libre consentimiento. No son objeto de privación de libertad 
las personas que acuden voluntariamente a una comisaría para participar en una investigación y que saben que pueden 
irse en cualquier momento.

122. Sin perjuicio de lo anterior, como indicó el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, “de manera similar a 
personas bajo custodia, los conscriptos se encuentran enteramente en las manos del Estado y cualquier evento 
ocurrido en el Ejército yace totalmente, o en gran parte, dentro del conocimiento exclusivo de las autoridades. 
Así entonces, el Estado se encuentra bajo la obligación de dar cuenta por cualquier lesión o muerte que ocurra 
en el Ejército”136. Asimismo, “el Estado tiene el deber de asegurar que una persona que realice el servicio militar 
lo haga en condiciones compatibles con el respeto de la dignidad humana, que los procedimientos y métodos 
del entrenamiento militar no la sometan a angustia o sufrimiento que excedan el nivel inevitable de firmeza 
inherente de la disciplina militar”137. Esto significa que no se debe confundir la imposición de la disciplina 
militar con la comisión de maltratos físicos y psicológicos o mismo de tortura. La garantía de la integridad 
personal de los miembros de las fuerzas armadas es absolutamente compatible con el mantenimiento de la 
disciplina, orden y jerarquía militares, y la primera no debe apartarse de las exigencias del servicio militar y de 
las condiciones normales de vida en las fuerzas armadas. 

133 Comité contra la Tortura, Observación General No. 2, Aplicación del artículo 2 por los Estados Partes, 24 de enero de 2008, UN Doc. CAT/C/GC/2, párr. 15.
134 Cfr. TEDH, Caso Tchember v. Rúsia, 3 de julio de 2008, párr. 50, y TEDH, Caso Placi v. Italia, 21 de enero de 2014, párr. 51. (Traducción de la Secretaría)
135 Cfr. TEDH, Caso Konstantin Markin v. Rúsia. 22 de marzo de 2012, párr. 135, Kalac v. Turquía, 1 de julio de 1997, párr. 28 y Larissis y otros v. Grecia, 

párrs. 50 y 51.
136 TEDH, Caso Mosendz v. Ucrania, 17 de enero de 2013, párr. 92. (Traducción de la Secretaría)
137 TEDH, Caso Tchember v. Rúsia, párr. 50, y Caso Placi v. Italia, párr. 51. (Traducción de la Secretaría)
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123. De las consideraciones anteriores la Corte concluye que se encuentra frente a una especial situación de sujeción, 
que a su vez impone al Estado una posición de garante. Desde esa perspectiva, se encuentra en una situación 
similar a las personas privadas de libertad, y por lo tanto resultan aplicables los estándares establecidos en su 
jurisprudencia en relación a estas personas. 

124. Por todo lo anterior, la posición y el deber de garante del Estado respecto de las personas privadas de libertad 
se aplica a los miembros de las fuerzas armadas en servicio activo acuartelado. Así, en relación con esas 
personas en especial situación de sujeción, el Estado tiene el deber de i) salvaguardar la salud y el bienestar de 
los militares en servicio activo; ii) garantizar que la manera y el método de entrenamiento no excedan el nivel 
inevitable de sufrimiento inherente a esa condición; iii) proveer una explicación satisfactoria y convincente 
sobre las afectaciones a la salud que presenten las personas que se encuentran prestando servicio militar. En 
consecuencia procede la presunción de considerar responsable al Estado por las afectaciones a la integridad 
personal que sufre una persona que ha estado bajo autoridad y control de funcionarios estatales, como ocurre 
en el servicio militar.

Para ver con mayor detalle los estándares establecidos por el Tribunal en materia del deber especial de 
garante que tiene el Estado frente a personas privadas de libertad, puede remitirse al punto 1.1. del Cuadernillo de 
Jurisprudencia N°9 de la Corte IDH, sobre Estado como garante de los derechos de las personas privadas de libertad.

5.8. Obligación de no deportar ante presunción de que persona sea sometida a tortura, tratos crueles, 
inhumanos o degradantes

Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de 
la migración y/o en necesidad de protección internacional138.

224. La Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la integridad personal en su artículo 5, bien 
jurídico cuya protección encierra la finalidad principal de la prohibición absoluta e imperativa de derecho 
internacional consuetudinario de la tortura y penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Este Tribunal ha 
considerado de forma constante en su jurisprudencia que dicha prohibición pertenece hoy día al dominio del 
ius cogens. De esta forma, se ha conformado un régimen jurídico internacional de prohibición absoluta de todas 
las formas de tortura, tanto física como psicológica, y respecto a esta última, se ha reconocido que las amenazas 
y el peligro real de someter a una persona a graves lesiones físicas produce, en determinadas circunstancias, una 
angustia moral de tal grado que puede ser considerada “tortura psicológica”.

225. Desde sus primeras sentencias, la Corte se ha pronunciado acerca de la intrínseca conexión existente entre 
las obligaciones generales de respeto y garantía señaladas en el artículo 1.1 de la Convención y los derechos 
específicos protegidos por este instrumento que impone, respecto de cada uno de los derechos y libertades 
reconocidos, deberes concretos que deben ser determinados caso por caso y según el derecho o libertad de que 
se trate. Una de las obligaciones internacionales asociadas con la prohibición de la tortura es el principio de 
no devolución o non-refoulement. Dicho principio busca, de manera primordial, asegurar la efectividad de la 
prohibición de la tortura en toda circunstancia y respecto de toda persona, sin discriminación alguna. Siendo 
una obligación derivada de la prohibición de tortura, el principio de no devolución en este ámbito es absoluto 
y adquiere también el carácter de norma imperativa de derecho internacional consuetudinario, es decir, de  
ius cogens.

226. Es así que a partir del artículo 5 de la Convención Americana, leído en conjunto con las obligaciones erga 
omnes de respetar y hacer respetar las normas de protección de los derechos humanos, se desprende el deber 
del Estado de no deportar, devolver, expulsar, extraditar o remover de otro modo a una persona que esté sujeta 
a su jurisdicción a otro Estado, o a un tercer Estado que no sea seguro, cuando exista presunción fundada para 
creer que estaría en peligro de ser sometida a tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes.

227. A su vez, los Estados han acordado, tanto a nivel universal como interamericano, tratados internacionales 
específicos sobre la temática, que desarrollan las obligaciones que surgen de las normas sobre prohibición de 

138 El 7 de julio de 2011 la República Argentina, la República Federativa de Brasil, la República del Paraguay y la República Oriental del Uruguay, con 
fundamento en el artículo 64.1 de la Convención Americana y de conformidad con lo establecido en el artículo 70.1 y 70.2 del Reglamento, presentaron 
una solicitud de Opinión Consultiva sobre niñez migrante (en adelante “la solicitud” o “la consulta”) a fin de que el Tribunal “determin[e] con mayor 
precisión cuáles son las obligaciones de los Estados con relación a las medidas pasibles de ser adoptadas respecto de niñas y niños, asociada a su 
condición migratoria, o a la de sus padres, a la luz de la interpretación autorizada de los artículos 1.1, 2, 4.1, 5, 7, 8, 11, 17, 19, 22.7, 22.8, 25 y 29 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y los artículos 1, 6, 8, 25 y 27 de la Declaración Americana de [los] Derechos y Deberes del Hombre y 
el artículo 13 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura”.
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la tortura139, al precisar determinadas medidas que los Estados deben implementar a nivel interno, toda vez 
que se consideran eficaces para atender el objetivo y fin último de dichos convenios cual es la prevención y 
sanción de la tortura y asegurar su no repetición. El sistema interamericano cuenta con un tratado específico, 
la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, que obliga a los Estados Parte a adoptar 
medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes en 
el ámbito de su jurisdicción. Una de las medidas identificadas es justamente el principio de no devolución, 
recogido en el cuarto párrafo de su artículo 13, relacionado con las personas requeridas por casos de tortura, 
de la siguiente forma: “[n]o se concederá la extradición ni se procederá a la devolución de la persona requerida 
cuando haya presunción fundada de que corre peligro su vida, de que será sometido a tortura, tratos crueles, 
inhumanos o degradantes o de que será juzgada por tribunales de excepción o ad hoc en el Estado requirente”. 
Por otra parte, el principio, tal como se encuentra regulado, está asociado también a la protección del derecho 
a la vida y de determinadas garantías judiciales, de modo tal que no se limita únicamente a la protección contra 
la tortura.

Caso Wong Ho Wing Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio  
de 2015140. 

127. Por otra parte, respecto al derecho a la integridad personal, esta Corte ya ha señalado que a partir del artículo 
5 de la Convención Americana, leído en conjunto con las obligaciones erga omnes de respetar y hacer respetar 
las normas de protección de los derechos humanos, se desprende el deber del Estado de no deportar, devolver, 
expulsar, extraditar o remover de otro modo a una persona que esté sujeta a su jurisdicción a otro Estado, o a 
un tercer Estado que no sea seguro, cuando exista presunción fundada para creer que estaría en peligro de ser 
sometida a tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

128. Adicionalmente, el sistema interamericano cuenta con un tratado específico, la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura, la cual recoge el principio de no devolución, de la siguiente forma: “No 
se concederá la extradición ni se procederá a la devolución de la persona requerida cuando haya presunción 
fundada de que corre peligro su vida, de que será sometido a tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes 
o de que será juzgada por tribunales de excepción o ad hoc en el Estado requirente”. Por otra parte, el principio, 
tal como se encuentra regulado, está asociado también a la protección del derecho a la vida y de determinadas 
garantías judiciales, de modo tal que no se limita únicamente a la protección contra la tortura. Aunado a ello, no 
basta con que los Estados se abstengan de incurrir en una violación de dicho principio, sino que es imperativa la 
adopción de medidas positivas. En situaciones en las cuales la persona se encuentra frente a un riesgo de tortura 
el principio de no devolución es absoluto. 

129. En consecuencia, cuando una persona alegue ante un Estado un riesgo en caso de devolución, las autoridades 
competentes de ese Estado deberán, al menos, entrevistar a la persona y realizar una evaluación previa o 
preliminar, a efectos de determinar si existe o no ese riesgo en caso de expulsión. Esto implica respetar las 

139 Véase, por ejemplo, el preámbulo de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, adoptada el 9 de diciembre de 1985, entrada en 
vigor el 28 de febrero de 1987.

140 El señor Wong Ho Wing, ciudadano chino, se encontraba requerido a nivel internacional por las autoridades judiciales de Hong Kong, China desde 
2001. El 27 de octubre de 2008 fue detenido en el aeropuerto de Lima en el Perú. El 14 de noviembre de 2008 Perú recibió la solicitud de extradición del 
señor Wong Ho Wing de parte de la República Popular China. Según lo establecido en dicha solicitud, el señor Wong Ho Wing se le imputa los delitos 
de contrabando de mercancías comunes (denominado “defraudación de rentas de aduana” en la legislación peruana), lavado de dinero y cohecho. 

 Entre el Perú y la República Popular China está vigente un tratado bilateral de extradición. El 20 de enero de 2009 la Corte Suprema de Justicia declaró 
procedente la extradición por los delitos imputados. El hermano del señor Wong Ho Wing presentó una demanda de hábeas corpus por la amenaza cierta 
e inminente de vulneración del derecho a la vida e integridad personal del señor Wong Ho Wing, en virtud de la posibilidad de la aplicación de la pena de 
muerte por el delito de contrabando al señor Wong Ho Wing. El 2 de abril de 2009 el Juzgado 56° Penal de Lima consideró fundada la demanda de hábeas 
corpus, por lo que declaró nula la Resolución Consultiva de 20 de enero de 2009. Tras la segunda resolución consultiva, el 9 de febrero el representante 
presentó una demanda de hábeas corpus contra la amenaza cierta e inminente de la vulneración del derecho a la vida e integridad personal del señor 
Wong Ho Wing, en contra del Presidente Constitucional de la República del Perú, del Ministro de Justicia, y del Ministro de Relaciones Exteriores. El 
hábeas corpus fue declarado improcedente en primera y segunda instancia, ante lo cual el representante presentó un recurso de agravio constitucional. 

 El 1 de mayo de 2011 entró en vigor la octava enmienda del Código Penal chino que derogó la pena de muerte para el delito de contrabando de mercancías 
comunes, por el cual estaba siendo solicitada la extradición del señor Wong Ho Wing.  No obstante, el 24 de mayo de 2011 el Tribunal Constitucional 
consideró procedente el recurso de agravio constitucional interpuesto previamente por el representante, señalando que las garantías ofrecidas por China 
eran insuficientes. Actualmente el proceso de extradición sigue en curso, a la espera de la decisión definitiva del Poder Ejecutivo y encontrándose 
vigentes de forma simultánea la resolución consultiva de la Sala Penal de la Corte Suprema de 27 de enero de 2010 y la decisión vinculante del Tribunal 
Constitucional de 24 de mayo de 2011. De forma paralela al proceso de extradición, el señor Wong Ho Wing ha estado privado de su libertad personal 
desde el 27 de octubre de 2008 cuando fue detenido en el aeropuerto. El 28 de octubre de 2008, el Juzgado especializado ordenó su arresto provisorio, 
decisión que fue confirmada el 11 de diciembre de 2008. En esta última decisión se indicó que no correspondía analizar el posible peligro procesal para un 
arresto provisorio con fines de extradición. El señor Wong Ho Wing presentó varios hábeas corpus y solicitudes de libertad provisional. El 10 de marzo 
de 2014 el Séptimo Juzgado Penal resolvió la solicitud de variación del arresto provisorio señalando que el señor Wong Ho Wing se encontraba privado 
de su libertad individual más allá de un tiempo razonable, por lo que ordenó su comparecencia restringida bajo la modalidad de arresto domiciliario en 
custodia de su hermano. El 24 de marzo el Séptimo Juzgado Penal hizo efectiva dicha orden.
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garantías mínimas referidas, como parte de la debida oportunidad de exponer las razones que lo asistan en 
contra de su expulsión y, si se constata ese riesgo, no debería ser devuelto al país donde exista el riesgo. 

130. Este caso constituye la primera oportunidad en la que la Corte Interamericana se pronuncia sobre las obligaciones 
de los Estados Parte de la Convención en el marco de procesos de extradición. Al respecto, el Estado objetó la 
aplicación de precedentes en supuestos de deportación, refugio o expulsión. La Corte advierte que la obligación 
de garantizar los derechos a la vida y a la integridad personal, así como el principio de no devolución ante el 
riesgo de tortura y otras formas de trato cruel, inhumano o degradante o riesgo al derecho a la vida “se aplica a 
todas las modalidades de devolución de una persona a otro Estado, incluso por extradición”141. 

131. Teniendo en cuenta lo anterior, esta Corte estima pertinente tomar nota de la extensa jurisprudencia en la 
materia del Tribunal Europeo, así como de las opiniones y decisiones del Comité de Derechos Humanos del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en adelante “el Comité de Derechos Humanos” o “el 
Comité”) y del Comité contra la Tortura de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes y su Protocolo Facultativo (en adelante “el Comité contra la Tortura”). 

132. De manera general, el Comité de Derechos Humanos ha indicado que los Estados están obligados a no extraditar, 
deportar, expulsar o hacer salir de algún modo de su territorio a una persona cuando haya razones de peso para 
creer que existe un riesgo real de daño irreparable, tal como el daño previsto en los artículos 6 (derecho a la 
vida) y 7 (prohibición de tortura o penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes) del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, en el país hacia el que se va a efectuar esa salida forzada o en cualquier país 
al que la persona sea expulsada posteriormente. Particularmente, respecto de la pena de muerte, el Comité 
ha indicado que “para los países que han abolido la pena de muerte existe la obligación de no exponer a una 
persona al riesgo real de la aplicación de la misma. Así, no pueden expulsar, por deportación o extradición, a 
las personas de su jurisdicción si se puede prever razonablemente que serán condenadas a muerte, sin exigir 
garantías de que la pena no se ejecutará”142. Respecto de la prohibición de tortura, el Comité contra la Tortura 
ha afirmado que en virtud del artículo 3, párrafo 1, de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, el Estado Parte tiene la obligación de no proceder a la expulsión de una 
persona a otro Estado cuando haya razones fundadas para creer que estaría en peligro de ser sometida a tortura.

133. Por su parte, el Tribunal Europeo ha establecido de manera reiterada que la expulsión o extradición de una 
persona bajo la jurisdicción de un Estado Parte puede generar su responsabilidad internacional, cuando existan 
bases suficientes para creer que el individuo en cuestión, de ser expulsado, sería expuesto a un riesgo real de 
ser sometido a tratos contrarios a la prohibición de tortura u otras formas de tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. Asimismo, respecto a la pena de muerte, dicho Tribunal ha indicado que el artículo 2 del Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales que consagra el 
derecho a la vida, y el artículo 1 de su Protocolo No. 13 relativo a la abolición de la pena de muerte en cualquier 
circunstancia, prohíben la extradición o deportación de un individuo a otro Estado cuando existan bases 
suficientes para creer que podría ser sometido a pena de muerte.    

134. Teniendo en cuenta todas las consideraciones anteriores y en atención a los hechos del presente caso, la Corte 
establece que, conforme a la obligación de garantizar el derecho a la vida, los Estados que han abolido la pena 
de muerte no pueden exponer a una persona bajo su jurisdicción al riesgo real y previsible de su aplicación, 
por lo cual no pueden expulsar, por deportación o extradición, a las personas bajo su jurisdicción si se puede 
prever razonablemente que pueden ser condenadas a muerte, sin exigir garantías de que dicha pena no les 
será aplicada. Asimismo, los Estados Parte de la Convención que no han abolido la pena de muerte no pueden 
exponer, mediante deportación o extradición, a ninguna persona bajo su jurisdicción que se encuentre bajo el 
riesgo real y previsible de ser condenado a pena de muerte, salvo por los delitos más graves y sobre los cuales 
se aplique actualmente la pena de muerte en el Estado Parte requerido. En consecuencia, los Estados que no 
han abolido la pena de muerte, no podrán expulsar a ninguna persona bajo su jurisdicción, por deportación o 
extradición, que pueda enfrentar el riesgo real y previsible de aplicación de pena de muerte por delitos que no 
están penados con igual sanción en su jurisdicción, sin exigir las garantías necesarias y suficientes de que dicha 
pena no será aplicada. 

141  Declaración rendida ante fedatario público (afidávit) por Ben Saul el 18 de agosto de 2014 (expediente de prueba, folio 6960), citando ONU, Comité contra la 
Tortura, Caso Chipana Vs. Venezuela, Comunicación Nº. 110/1998, U.N. Doc. CAT/C/21/D/110/1998, 10 de noviembre de 1998, párr. 6.2, y Caso GK Vs. 
Suiza, Comunicación, Nº. 219/2002, U.N. Doc. CAT/C/30/D/219/2002, 7 de mayo de 2003, párrs. 6.4 y 6.5. En el mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal 
Europeo. Cfr. TEDH, Caso Babar Ahmad y otros Vs. Reino Unido, Nos. 24027/07, 11949/08, 36742/08, 66911/09 y 67354/09. Sentencia de 10 de abril de 
2012, párr. 168 y 176.   

142  ONU, Comité de Derechos Humanos, Caso Roger Judge Vs. Canadá, Comunicación Nº. 829/1998, UN. Doc. CCPR/C/78/D/829/1998, 20 de octubre de 2003, 
párrs 10.4 y 10.6. En el mismo sentido, Caso Yin Fong Kwok Vs. Australia, Comunicación No. 1442/2005, UN. Doc. CCPR/C/97/D/1442/2005, 23 de octubre de 
2009, párr. 9.7.
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135. Adicionalmente, la obligación de garantizar el derecho a la integridad personal, conjuntamente con el principio 
de no devolución consagrado en el artículo 13 (párrafo 4) de la CIPST impone a los Estados la obligación de no 
expulsar, por vía de extradición, a ninguna persona bajo su jurisdicción cuando existan razones fundadas para 
creer que enfrentaría un riesgo real, previsible y personal de sufrir tratos contrarios a la prohibición de tortura 
o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

137. De manera adicional, este Tribunal resalta que, a efectos del presente caso, algunas de las referidas obligaciones 
derivadas de la Convención también están establecidas en normas internas del Estado peruano. Específicamente, 
el artículo 517 del Código Procesal Penal del Perú establece que no se dispondrá la extradición cuando  
“[e]l delito por el que se solicita la extradición tuviere pena de muerte en el Estado requirente y éste no diere 
seguridades de que no será aplicada”143.

138. Asimismo, en el artículo 516 de dicho Código se condiciona la concesión de la extradición “a la existencia de 
garantías de una recta impartición de justicia en el Estado requirente” 144. Por su parte, el Tratado de Extradición 
entre China y el Perú, si bien no establece normas específicas respecto a delitos con pena de muerte o sobre 
posibles riesgos de tratos contrarios a la integridad personal, establece, como condición para extraditar en su 
artículo 5 que: “La extradición sólo se llevará a efecto si no es contraria al sistema legal de la Parte Requerida”145.

162. Respecto de un posible riesgo de tortura en caso de devolución, el Comité contra la Tortura ha indicado que 
“el Estado Parte y el Comité están obligados a evaluar si hay razones fundadas para creer que el autor estaría en 
peligro de ser sometido a tortura si se procediese a su expulsión, devolución o extradición a otro Estado, [por lo 
cual] el riesgo de tortura debe fundarse en razones que vayan más allá de la pura teoría o sospecha[, aunque] no 
es necesario demostrar que el riesgo es muy probable”. Asimismo, ha indicado que el peticionario “debe probar 
que se encuentra en peligro de ser sometido a tortura, que la existencia de ese peligro es fundada […] y que el 
peligro es personal y presente”146.

163. Si bien es cierto que el principal alegato de riesgo de la presunta víctima y su representante a lo largo del 
proceso de extradición ha sido la posibilidad de aplicación de la pena de muerte, la Corte constata que en 
distintos momentos durante el proceso de extradición, tanto la presunta víctima como su representante, han 
mencionado la posibilidad de la violación de su derecho a la integridad personal de ser extraditado a China 
y en una oportunidad inclusive hicieron referencia al artículo 13 (párrafo 4) de la CIPST. Adicionalmente, 
constan en el expediente del proceso de extradición noticias e informes de organizaciones internacionales y no 
gubernamentales que señalaban y recogían prácticas contrarias a la prohibición de tortura y otras formas de 
tratos crueles, inhumanos o degradantes en China. 

164. Al respecto, la Corte toma nota de la jurisprudencia del Tribunal Europeo, según la cual si bien “en principio, 
corresponde al peticionario aportar las pruebas que demuestren que existen motivos fundados para creer que, [de 
ser extraditado] estaría expuesto a un riesgo real de ser sometido a un trato contrario al artículo 3”, corresponde 
al Estado requerido “disipar cualquier duda” cuando hubieren sido presentadas pruebas al respecto. Además, el 
Tribunal Europeo ha afirmado que “[p]ara determinar si se ha demostrado que el peticionario corre un riesgo 
real de sufrir tratamiento proscrito por el artículo 3, de ser extraditado, examinará la cuestión a la luz de toda la 
documentación que le fue presentada, y si es necesario, el material obtenido motu proprio”147.

143  Código Procesal Penal, promulgado mediante el Decreto Legislativo No. 957 de 29 de julio de 2004, artículo 517. Disponible en: http://www.leyes.congreso.gob.
pe/Documentos/Decretoslegislativos/00957.pdf, citado en el Informe de Fondo de la Comisión, folio 24. 

144  Código Procesal Penal, promulgado mediante el Decreto Legislativo No. 957 de 29 de julio de 2004, artículo 516. Disponible en: http://www.leyes.congreso.gob.
pe/Documentos/Decretoslegislativos/00957.pdf, citado en el Informe de Fondo de la Comisión, folio 24.

145 Tratado de Extradición entre la República del Perú y la República Popular China, artículo 5 (expediente de prueba, folio 1634).
146 ONU, Comité contra la Tortura, Observación General Nº 1 sobre la aplicación del artículo 3 en el contexto del artículo 22 de la Convención, U.N. Doc. 

CAT, A/53/44, 21 de noviembre de 1997, párrs. 6 y 7. A efectos de verificar un peligro fundado, personal y presente de ser sometido a tortura, el Comité 
contra la Tortura ha proporcionado las siguientes directrices, no exhaustivas, sobre algunas de las consideraciones pertinentes para examinar si existe un 
riesgo real de expulsión con riesgo de tortura: a) ¿Hay pruebas de que en el Estado de que se trata existe un cuadro persistente de violaciones manifiestas, 
patentes o masivas de los derechos humanos? b) ¿Ha sido en el pasado torturado o maltratado el autor por un funcionario público u otra persona en el 
ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia? De ser así, ¿se trata de hechos recientes? c) ¿Hay testimonios 
médicos u otros testimonios independientes que corroboren las alegaciones del autor de que ha sido torturado o maltratado en el pasado y ha tenido 
secuelas la tortura? d) ¿Ha cambiado la situación a que se hace referencia en el inciso a)? En todo caso, ¿ha cambiado la situación interna con respecto a 
los derechos humanos? e) ¿Ha participado el autor dentro o fuera del Estado de que se trata en actividades políticas o de otra índole que pudieran hacerle 
particularmente vulnerable al riesgo de ser sometido a tortura si se le expulsa, devuelve o extradita a ese Estado? f) ¿Hay alguna prueba de la credibilidad 
del autor? g) ¿Hay contradicciones de hecho en las alegaciones del autor? De ser así, ¿son ellas pertinentes o no?. Cfr. ONU, Comité contra la Tortura, 
Observación General Nº 1 sobre la aplicación del artículo 3 en el contexto del artículo 22 de la Convención, U.N. Doc. CAT, A/53/44, 21 de noviembre 
de 1997, párr. 8.

147  TEDH, Caso N. Vs. Finlandia, No. 38885/02. Sentencia de 26 de julio de 2005, párr. 167; Caso Ryabikin Vs. Rusia,  No. 8320/04. Sentencia de 19 de junio de 2008, 
párr. 112; Caso Nizomkhon Dzhurayev Vs. Rusia, No. 31890/11. Sentencia de 3 de octubre de 2013, párr. 108; Caso Saadi Vs. Italia [GS], No. 37201/06. Sentencia 
de 28 de febrero de 2008, párr. 128; Caso Cruz Varas y Otros v. Suecia, No. 15576/89. Sentencia de 20 de marzo de 1991, párrs. 75 y 76; Caso Vilvarajah y otros 
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165. La Corte considera que, en virtud del carácter absoluto de la prohibición de la tortura, la obligación específica de 
no extraditar cuando haya riesgo de tratos contrarios a la integridad personal establecida en el artículo 13 (párrafo 
4) de la CIPST y la obligación de todos los Estados Parte de la Convención Americana de adoptar todas las 
medidas que fueran necesarias para prevenir la tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, los Estados 
Parte de la Convención deben evaluar efectivamente esa posibilidad en el marco de sus procesos de extradición, 
cuando dicho riesgo sea alegado por la persona sujeta a extradición. Las mismas razones exigen a esta Corte 
examinar los referidos alegatos en el presente caso, con referencia a las circunstancias existentes actualmente en el  
Estado requirente. 

6. REPARACIONES

En el caso de las violaciones al derecho a la integridad personal, la Corte IDH ha puesto especial énfasis en las 
reparaciones a víctimas de tortura, ordenando a los Estados incorporar en sus legislaciones procedimientos adecuados 
que garanticen una compensación, así como ha dispuesto la realización de medidas de rehabilitación, tales como 
tratamientos médicos y psicológicos. En cuanto a otras medidas de reparación, se puede destacar la obligación de que 
los Estados, en casos de tortura, actuén conforme protocolos de actuación tales como el Protocolo de Estambul, así 
como el establecimiento de capacitaciones en materia de, entre otros, derechos humanos, protocolos de actuación y 
perspectiva de género y etnicidad.

6.1. Obligación de reparar

Caso García Lucero y otras Vs. Chile. Excepción Preliminar, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 28 de agosto  
de 2013148. 

187. En relación con la tortura, en el marco del Sistema Interamericano la protección contra tales actos previstos 
en la Convención Americana, “así como ‘el corpus juris internacional en materia de protección de la integridad 
personal’”, se ve reforzada por la Convención Interamericana contra la Tortura. Este tratado, en materia 
específica de reparación, expresa en su artículo 9 el “comprom[iso]” de los Estados Partes de “incorporar en 
sus legislaciones nacionales normas que garanticen una compensación adecuada para las víctimas del delito de 
tortura”. Dicho mandato complementa, en lo pertinente, la obligación de adoptar las disposiciones necesarias 
para hacer efectivos los derechos convencionales, establecido en el artículo 2 de la Convención Americana.

188. A efectos de determinar el alcance de las obligaciones estatales en lo atinente a la reparación de actos de 
tortura, es pertinente tener en consideración la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, tratado del cual Chile es Parte. En relación con su artículo 14, que versa sobre el 
deber de garantizar medidas de reparación, el Comité contra la Tortura ha expresado que “el concepto amplio 

Vs. Reino Unido, Nos. 13163/87, 13164/87, 13165/87 13447/87, y 13448/87. Sentencia de 30 de octubre de 1991, párr. 107, y Caso Mamatkulov y Askarov Vs. 
Turquía [GS], Nos. 46827/99 y 46951/99. Sentencia de 4 de febrero de 2005, párr. 69. Asimismo, el Tribunal Europeo ha indicado que: “el Tribunal debe estar 
convencido de que la evaluación realizada por las autoridades del Estado Parte es adecuada y suficientemente apoyado por materiales nacionales, así como por los 
materiales procedentes de otras fuentes confiables y objetivas, como, por ejemplo, otros Estados partes o no partes, agencias de Naciones Unidas y organizaciones 
no gubernamentales de conocida reputación. […] Por ello, el Tribunal primero evaluará en detalle los alegatos relevantes formulados por el peticionario en el 
procedimiento de extradición y la consideración dada a los mismos por las autoridades competentes” (traducción al castellano realizada por la Secretaría de la 
Corte Interamericana). Texto original en inglés: “the Court must be satisfied that the assessment made by the authorities of the Contracting State is adequate and 
sufficiently supported by domestic materials as well as by materials originating from other reliable and objective sources such as, for instance, other Contracting 
or non-Contracting States, agencies of the United Nations and reputable non-governmental organisations. […] Accordingly, the Court will first assess in detail the 
relevant arguments raised by the applicant in the extradition proceedings and the consideration given to them by the competent authorities.” Caso Nizomkhon 
Dzhurayev Vs. Rusia, Nº. 31890/11. Sentencia de 3 de octubre de 2013, párrs. 108 y 114, y cfr. Caso Salah Sheekh v. Países Bajos, Nº. 1948/04. Sentencia de 11 de 
enero de 2007. párr. 136; Caso Ismoilov y Otros Vs. Rusia, Nº. 2947/06. Sentencia de 24 de abril de 2008. párr. 120. 

148 Los hechos del presente caso se contextualizan durante la época de la dictadura chilena. El 16 de septiembre de 1973, el señor García Lucero fue detenido 
por Carabineros en Santiago de Chile, y fue llevado al edificio de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD). 
Posteriormente, fue trasladado a diferentes dependencias policiales y centros de detención en los que permaneció incomunicado y fue torturado 
de diversas maneras. Luego de ello, en diciembre de 1973, fue trasladado al Campo de Concentración “Chacabuco”, ubicado en Antofagasta, donde 
permaneció recluido 13 meses. En virtud de lo establecido en el Decreto-Ley No. 81 del año 1973 el señor García Lucero fue expulsado de Chile el 12 
de junio de 1975. Desde aquella fecha vive en el Reino Unido. Con el propósito de ser reconocido como “exonerado político”, el señor García Lucero 
remitió desde Londres, Reino Unido, una carta de fecha 23 de diciembre de 1993 al Programa de Reconocimiento al Exonerado Político en Chile. En 
la carta, entre otras manifestaciones, el señor García Lucero se refirió a la tortura que sufrió mientras estuvo detenido y a las lesiones ocasionadas por 
las torturas recibidas. Como resultado de ello, el señor García Lucero recibe tres tipos de compensaciones monetarias bajo distintas leyes. Actualmente, 
el señor García Lucero sufre diversos padecimientos de índole física y psicológica., los mismo que requieren tratamientos médicos y terapéuticos. 
Adicionalmente, tiene discapacidad mental y física. 
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